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PROYECTO DE LEY NUMERO 29 DE 2000 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio para la unificación de ciertas
reglas para el transporte aéreo internacional”  hecho en Montreal el
    veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

El Congreso de Colombia
Visto el texto del “Convenio para la unificación de ciertas reglas para el

transporte aéreo internacional”, hecho en Montreal el veintiocho (28) de
mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto integro del instrumen-
to internacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la
Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores).

«CONVENIO PARA LA UNIFICACION DE CIERTAS REGLAS
 PARA EL TRANSPORTE AEREO INTERNACIONAL

Los Estados Partes en el presente convenio:
Reconociendo la importante contribución del Convenio para la unifica-

ción de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional, firmado en
Varsovia el 12 de octubre de 1929, en adelante llamado “Convenio de
Varsovia”, y de otros instrumentos conexos para la armonización del
derecho aeronáutico internacional privado.

Reconociendo la necesidad de modernizar y refundir el Convenio de
Varsovia y los instrumentos conexos.

Reconociendo la importancia de asegurar la protección de los intereses
de los usuarios del transporte aéreo internacional y la necesidad de una
indemnización equitativa fundada en el principio de restitución;

Reafirmando la conveniencia de un desarrollo ordenado de las
operaciones de transporte aéreo internacional y de la circulación fluida
de pasajeros, equipaje y carga conforme a los principios y objetivos del
Convenio sobre Aviación Civil Internacional, hecho en Chicago el 7 de
diciembre de 1944.

Convencidos de que la acción colectiva de los Estados para una mayor
armonización y codificación de ciertas reglas que rigen el transporte aéreo
internacional mediante un nuevo convenio es el medio más apropiado para
lograr un equilibrio de intereses equitativo;

Han convenido lo siguiente:
CAPITULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Ambito de aplicación.
1. El presente convenio se aplica a todo transporte internacional de

personas, equipaje o carga efectuado en aeronaves, a cambio de una

remuneración. Se aplica igualmente al transporte gratuito efectuado en
aeronaves por una empresa de transporte aéreo.

2. Para los fines del presente convenio, la expresión transporte interna-
cional significa todo transporte en que, conforme a lo estipulado por las
partes, el punto de partida y el punto de destino, haya o no interrupción en
el transporte o transbordo, están situados, bien en el territorio de dos Estados
Partes, bien en el territorio de un solo Estado Parte si se ha previsto una
escala en el territorio de cualquier otro Estado, aunque éste no sea un Estado
Parte. El transporte entre dos puntos dentro del territorio de un solo Estado
Parte, sin una escala convenida en el territorio de otro Estado, no se
considerará transporte internacional para los fines del presente convenio.

3. El transporte que deban efectuar varios transportistas sucesivamente
constituirá, para los fines del presente convenio, un solo transporte cuando
las partes lo hayan considerado como una sola operación, tanto si ha sido
objeto de un solo contrato como de una serie de contratos, y no perderá su
carácter internacional por el hecho de que un solo contrato o una serie de
contratos deban ejecutarse íntegramente en el territorio del mismo Estado.

4. El presente Convenio se aplica también al transporte previsto en el
Capítulo V, con sujeción a las condiciones establecidas en el mismo.

Artículo 2°. Transporte efectuado por el Estado y transporte de envíos
postales.

1. El presente convenio se aplica al transporte efectuado por el Estado o
las demás personas jurídicas de derecho público en las condiciones estable-
cidas en el artículo 1°.

2. En el transporte de envíos postales, el transportista será responsable
únicamente frente a la administración postal correspondiente, de conformi-
dad con las normas aplicables a las relaciones entre los transportistas y las
administraciones postales.

3. Salvo lo previsto en el párrafo 2° de este artículo, las disposiciones del
presente convenio no se aplicarán al transporte de envíos postales.

CAPITULO II
Documentación y obligaciones de las partes relativas

al transporte de pasajeros, equipaje y carga
Artículo 3°. Pasajeros y equipaje.
1. En el transporte de pasajeros se expedirá un documento de transporte,

individual o colectivo, que contenga:
a) La indicación de los puntos de partida y destino;
b) Si los puntos de partida y destino están situados en el territorio de un

solo Estado Parte y se han previsto una o más escalas en el territorio de otro
Estado, la indicación de por lo menos una de esas escalas.
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2. Cualquier otro medio en que quede constancia de la información
señalada en el párrafo 1° podrá sustituir a la expedición del documento
mencionado en dicho párrafo. Si se utilizase uno de esos medios, el
transportista ofrecerá al pasajero expedir una declaración escrita de la
información conservada por esos medios.

3. El transportista entregará al pasajero un talón de identificación de
equipaje por cada bulto de equipaje facturado.

4. Al pasajero se le entregará un aviso escrito indicando que cuando sea
aplicable el presente convenio, éste regirá la responsabilidad del transpor-
tista por muerte o lesiones, y por destrucción, pérdida o avería del equipaje,
y por retraso.s

5. El incumplimiento de las disposiciones de los párrafos precedentes no
afectará a la existencia ni a la validez del contrato de transporte que, no
obstante, quedará sujeto a las reglas del presente Convenio incluyendo las
relativas a los límites de responsabilidad.

Artículo 4°. Carga.
1. En el transporte de carga, se expedirá una carta de porte aéreo.
2. Cualquier otro medio en que quede constancia del transporte que deba

efectuarse podrá sustituir a la expedición de la carta de porte aéreo. Si se
utilizasen otros medios, el transportista entregará al expedidor, si así lo
solicitara este último, un recibo de carga que permita la identificación del
envío y el acceso a la información de la que quedó constancia conservada
por esos medios.

Artículo 5°. Contenido de la carta de porte aéreo o del recibo de carga.
La carta de porte aéreo o el recibo de carga deberán incluir:
a) La indicación de los puntos de partida y destino;
b) Si los puntos de partida y destino están situados en el territorio de un

solo Estado Parte y se han previsto una o más escalas en el territorio de otro
Estado, la indicación de por lo menos una de esas escalas; y

c) la indicación del peso del envío.
Artículo 6°. Documento relativo a la naturaleza de la carga.
Al expedidor podrá exigírsele, si es necesario para cumplir con las

formalidades de aduanas, policía y otras autoridades públicas similares, que
entregue un documento indicando la naturaleza de la carga. Esta disposición
no crea para el transportista ningún deber, obligación ni responsabilidad
resultantes de lo anterior.

Artículo 7°. Descripción de la carta de porte aéreo
1. La carta de porte aéreo la extenderá el expedidor en tres ejemplares

originales.
2. El primer ejemplar llevará la indicación “para el transportista”, y lo

firmará el expedidor. El segundo ejemplar llevará la indicación “para el
destinatario”, y lo firmarán el expedidor y el transportista.

El tercer ejemplar lo firmará el transportista, que lo entregará al expedi-
dor, previa aceptación de la carga.

3. La firma del transportista y la del expedidor podrán ser impresas o
reemplazadas por un sello.

4. Si, a petición del expedidor, el transportista extiende la carta de porte
aéreo, se considerará salvo prueba en contrario, que el transportista ha
actuado en nombre del expedidor.

Artículo 8°. Documentos para varios bultos.
Cuando haya más de un bulto:
a) El transportista de la carga tendrá derecho a pedir al expedidor que

extienda cartas de porte aéreo separadas;
b) El expedidor tendrá derecho a pedir al transportista que entregue

recibos de carga separados cuando se utilicen los otros medios previstos en
el párrafo 2° del artículo 4°.

Artículo 9°. Incumplimiento de los requisitos para los documentos.
El incumplimiento de las disposiciones de los artículos 4° a 8° no afectará

a la existencia ni a la validez del contrato de transporte que, no obstante,
quedará sujeto a las reglas del presente Convenio, incluso las relativas a los
límites de responsabilidad.

Artículo 10. Responsabilidad por las indicaciones inscritas en los
documentos.

1. El expedidor es responsable de la exactitud de las indicaciones y
declaraciones concernientes a la carga inscrita por él o en su nombre en la
carta de porte aéreo, o hechas por él o en su nombre al transportista para que
se inscriban en el recibo de carga o para que se incluyan en la constancia
conservada por los otros medios mencionados en el párrafo 2° del artículo

4°. Lo anterior se aplicará también cuando la persona que actúa en nombre
del expedidor es también dependiente del transportista.

2. El expedidor indemnizará al transportista de todo daño que haya
sufrido éste, o cualquier otra persona con respecto a la cual el transportista
sea responsable, como consecuencia de las indicaciones y declaraciones
irregulares, inexactas o incompletas hechas por él o en su nombre.

3. Con sujeción a las disposiciones de los párrafos 1° y 2° de este artículo,
el transportista deberá indemnizar al expedidor de todo daño que haya
sufrido éste, o cualquier otra persona con respecto a la cual el expedidor sea
responsable, como consecuencia de las indicaciones y declaraciones irregu-
lares, inexactas o incompletas inscritas por el transportista o en su nombre
en el recibo de carga o en la constancia conservada por los otros medios
mencionados en el párrafo 2° del artículo 4°.

Artículo 11. Valor probatorio de los documentos.
1.Tanto la carta de porte aéreo como el recibo de carga constituyen

presunción, salvo prueba en contrario, de la celebración del contrato,
de la aceptación de la carga y de las condiciones de transporte que
contengan.

2. Las declaraciones de la carta de porte aéreo o del recibo de carga
relativas al peso, las dimensiones y el embalaje de la carga, así como al
número de bultos constituyen presunción, salvo prueba en contrario, de los
hechos declarados; las indicaciones relativas a la cantidad, el volumen y el
estado de la carga no constituyen prueba contra el transportista, salvo
cuando éste las haya comprobado en presencia del expedidor y se hayan
hecho constar en la carta de porte aéreo o el recibo de carga, o que se trate
de indicaciones relativas al estado aparente de la carga.

Artículo 12. Derecho de disposición de la carga.
1. El expedidor tiene derecho, a condición de cumplir con todas las

obligaciones resultantes del contrato de transporte, a disponer de la carga
retirándola del aeropuerto de salida o de destino, o deteniéndola en el curso
del viaje en caso de aterrizaje, o haciéndola entregar en el lugar de destino
o en el curso del viaje a una persona distinta del destinatario originalmente
designado, o pidiendo que sea devuelta al aeropuerto de partida. El expedi-
dor no ejercerá este derecho de disposición de forma que perjudique al
transportista ni a otros expedidores y deberá reembolsar todos los gastos
ocasionados por el ejercicio de este derecho.

2. En caso de que sea imposible ejecutar las instrucciones del expedidor,
el transportista deberá avisarle inmediatamente.

3. Si el transportista cumple las instrucciones del expedidor respecto a la
disposición de la carga sin exigir la presentación del ejemplar de la carta de
porte aéreo o del recibo de carga entregado a este último será responsable,
sin perjuicio de su derecho a resarcirse del expedidor, del daño que se
pudiera causar por este hecho a quien se encuentre legalmente en posesión
de ese ejemplar de la carta de porte aéreo o del recibo de carga.

4. El derecho del expedidor cesa en el momento en que comienza el del
destinatario, conforme al artículo 13. Sin embargo, si el destinatario rehúsa
aceptar la carga o sino es hallado, el expedidor recobrará su derecho de
disposición.

Artículo 13. Entrega de la carga.
1. Salvo cuando el expedidor haya ejercido su derecho en virtud del

artículo 12, el destinatario tendrá derecho, desde la llegada de la carga al
lugar de destino, a pedir al transportista que le entregue la carga a cambio
del pago del importe que corresponda y del cumplimiento de las condiciones
de transporte.

2. Salvo estipulación en contrario, el transportista debe avisar al destina-
tario de la llegada de la carga, tan pronto como ésta llegue.

3. Si el transportista admite la pérdida de la carga, o si la carga no ha
llegado a la expiración de los siete días siguientes a la fecha en que debería
haber llegado, el destinatario podrá hacer valer contra el transportista los
derechos que surgen del contrato de transporte.

Artículo 14. Ejecución de los derechos del expedidor y del destinatario.
El expedidor y el destinatario podrán hacer valer, respectivamente, todos

los derechos que les conceden los artículos 12 y 13, cada uno en su propio
nombre, sea en su propio interés, sea en el interés de un tercero, a condición
de cumplir las obligaciones que el contrato de transporte impone.

Artículo 15. Relaciones entre el expedidor y el destinatario y relaciones
entre terceros.

1. Los artículos 12, 13 y 14 no afectan a las relaciones del expedidor y del
destinatario entre sí, ni a las relaciones entre terceros cuyos derechos
provienen del expedidor o del destinatario.
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2. Las disposiciones de los artículos 12, 13 y 14 sólo podrán modificarse
mediante una cláusula explícita consignada en la carta de porte aéreo o en
el recibo de carga.

Artículo 16. Formalidades de aduanas, policía u otras autoridades
públicas

1. El expedidor debe proporcionar la información y los documentos que
sean necesarios para cumplir con las formalidades de aduanas, policía y
cualquier otra autoridad pública antes de la entrega de la carga al destinata-
rio. El expedidor es responsable ante el transportista de todos los daños que
pudieran resultar de la falta, insuficiencia o irregularidad de dicha informa-
ción o de los documentos, salvo que ello se deba a la culpa del transportista,
sus dependientes o agentes.

2. El transportista no está obligado a examinar si dicha información o los
documentos son exactos o suficientes.

CAPITULO III
Responsabilidad del transportista y medida

de la indemnización del daño
Artículo 17. Muerte y lesiones de los pasajeros-Daño del equipaje
1. El transportista es responsable del daño causado en caso de muerte o

de lesión corporal de un pasajero por la sola razón de que el accidente que
causó la muerte o lesión se haya producido a bordo de la aeronave o durante
cualquiera de las operaciones de embarque o desembarque.

2. El transportista es responsable del daño causado en caso de destruc-
ción, pérdida o avería del equipaje facturado por la sola razón de que el
hecho que causó la destrucción, pérdida o avería se haya producido a bordo
de la aeronave o durante cualquier período en que el equipaje facturado se
hallase bajo la custodia del transportista. Sin embargo, el transportista no
será responsable en la medida en que el daño se deba a la naturaleza, a un
defecto o a un vicio propios del equipaje. En el caso de equipaje no
facturado, incluyendo los objetos personales, el transportista es responsable
si el daño se debe a su culpa o a la de sus dependientes o agentes.

3. Si el transportista admite la pérdida del equipaje facturado, o si el
equipaje facturado no ha llegado a la expiración de los veintiún días
siguientes a la fecha en que debería haber llegado, el pasajero podrá hacer
valer contra el transportista los derechos que surgen del contrato de
transporte.

4. A menos que se indique otra cosa, en el presente Convenio el término
“equipaje” significa tanto en equipaje facturado como el equipaje no
facturado.

Artículo 18. Daño de la carga.
1. El transportista es responsable del daño causado en caso de destrucción

o pérdida o avería de la carga, por la sola razón de que el hecho que causó
el daño se haya producido durante el transporte aéreo.

2. Sin embargo, el transportista no será responsable en la medida en que
pruebe que la destrucción o pérdida o avería de la carga se debe a uno o más
de los hechos siguientes:

a) la naturaleza de la carga, o un defecto o un vicio propios de la misma;
b) el embalaje defectuoso de la carga, realizado por una persona que no

sea el transportista o alguno de sus dependientes o agentes;
c) un acto de guerra o un conflicto armado;
d) un acto de la autoridad pública ejecutado en relación con la entrada,

la salida o el tránsito de la carga.
3. El transporte aéreo, en el sentido del párrafo 1 de este artículo,

comprende el período durante el cual la carga se halla bajo la custodia del
transportista.

4. El período del transporte aéreo no comprende ningún transporte
terrestre, marítimo ni por aguas interiores efectuado fuera de un aeropuerto.
Sin embargo, cuando dicho transporte se efectúe durante la ejecución de un
contrato de transporte aéreo, para fines de carga, entrega o transbordo, todo
daño se presumirá, salvo prueba en contrario, como resultante de un hecho
ocurrido durante el transporte aéreo. Cuando un transportista, sin el consen-
timiento del expedidor, reemplace total o parcialmente el transporte previs-
to en el acuerdo entre las partes como transporte aéreo por otro modo de
transporte, el transporte efectuado por otro modo se considerará compren-
dido en el período de transporte aéreo.

Artículo 19. Retraso.
El transportista es responsable del daño ocasionado por retrasos en el

transporte aéreo de pasajeros, equipaje o carga. Sin embargo, el transportista
no será responsable del daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus

dependientes y agentes adoptaron todas las medidas que eran razonable-
mente necesarias para evitar el daño o que les fue imposible, a uno y a otros,
adoptar dichas medidas.

Artículo 20. Exoneración.
Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión

indebida de la persona que pide indemnización, o de la persona de la que
proviene su derecho, causó el daño o contribuyó a él, el transportista quedará
exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con respecto al
reclamante, en la medida en que esta negligencia u otra acción u omisión
indebida haya causado el daño o contribuido a él. Cuando pida indemniza-
ción una persona que no sea el pasajero, en razón de la muerte o lesión de
este último, el transportista quedará igualmente exonerado de su responsa-
bilidad, total o parcialmente, en la medida en que pruebe que la negligencia
u otra acción u omisión indebida del pasajero causó el daño o contribuyó a
él. Este Artículo se aplica a todas las disposiciones sobre responsabilidad del
presente Convenio, incluso al párrafo 1° del artículo 21.

Artículo 21. Indemnización en caso de muerte o lesiones de los pasajeros.
1. Respecto al daño previsto en el párrafo 1° del artículo 17 que no exceda

de 100.000 derechos especiales de giro por pasajero, el transportista no
podrá excluir ni limitar su responsabilidad.

2. El transportista no será responsable del daño previsto en el párrafo 1
del Artículo 17 en la medida que exceda de 100.000 derechos especiales de
giro por pasajero, si prueba que:

a) el daño no se debió a la negligencia o a otra acción u omisión indebida
del transportista o sus dependientes o agentes; o

b) el daño se debió únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión
indebida de un tercero.

Artículo 22. Límites de responsabilidad respecto al retraso, el equipaje
y la carga.

1. En caso de daño causado por retraso, como se especifica en el artículo
19, en el transporte de personas la responsabilidad del transportista se limita
a 4.150 derechos especiales de giro por pasajero.

2. En el transporte de equipaje, la responsabilidad del transportista en
caso de destrucción, pérdida, avería o retraso se limita a 1.000 derechos
especiales de giro por pasajero a menos que el pasajero haya hecho al
transportista, al entregarle el equipaje facturado, una declaración especial
del valor de la entrega de éste en el lugar de destino, y haya pagado una suma
suplementaria, si hay lugar a ello. En este caso, el transportista estará
obligado a pagar una suma que no excederá del importe de la suma
declarada, a menos que pruebe que este importe es superior al valor real de
la entrega en el lugar de destino para el pasajero.

3. En el transporte de carga, la responsabilidad del transportista en caso
de destrucción, pérdida, avería o retraso se limita a una suma de 17 derechos
especiales de giro por kilogramo, a menos que el expedidor haya hecho al
transportista, al entregarle el bulto, una declaración especial del valor de la
entrega de éste en el lugar de destino, y haya pagado una suma suplemen-
taria, si hay lugar a ello. En este caso, el transportista estará obligado a pagar
una suma que no excederá del importe de la suma declarada, a menos que
pruebe que este importe es superior al valor real de la entrega en el lugar de
destino para el expedidor.

4. En caso de destrucción, pérdida, avería o retraso de una parte de la
carga o de cualquier objeto que ella contenga, para determinar la suma que
constituye el límite de responsabilidad del transportista solamente se tendrá
en cuenta el peso total del bulto o de los bultos afectados. Sin embargo,
cuando la destrucción, pérdida, avería o retraso de una parte de la carga o de
un objeto que ella contiene afecte al valor de otros bultos comprendidos en
la misma carta de porte aéreo, o en el mismo recibo o, si no se hubiera
expedido  ninguno de estos documentos en la misma constancia conservada
por los otros medios mencionados en el párrafo 2° del artículo 4°, para
determinar el límite de responsabilidad también se tendrá en cuenta el peso
total de tales bultos.

5. Las disposiciones de los párrafos 1° y 2° de este artículo no se aplicarán
si se prueba que el daño es el resultado de una acción u omisión del
transportista o de sus dependientes o agentes, con intención de causar daño,
o con temeridad y sabiendo que probablemente causaría daño; siempre que,
en el caso de una acción u omisión de un dependiente o agente, se pruebe
también que éste actuaba en el ejercicio de sus funciones.

6. Los límites prescritos en el artículo 21 y en este artículo no obstarán
para que el tribunal acuerde además, de conformidad con su propia ley, una
suma que corresponda a todo o parte de las costas y otros gastos de litigio
en que haya incurrido el demandante, inclusive intereses. La disposición
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anterior no regirá, cuando el importe de la indemnización acordada, con
exclusión de las costas y otros gastos de litigio, no exceda de la suma que el
transportista haya ofrecido por escrito al demandante dentro de un período
de seis meses contados a partir del hecho que causó el daño, o antes de
comenzar el juicio, si la segunda fecha es posterior.

Artículo 23. Conversión de las unidades monetarias.
1. Se considerará que las sumas expresadas en derechos especiales de

giro mencionadas en el presente Convenio se refieren al derecho especial de
giro definido por el Fondo Monetario Internacional. La conversión de las
sumas en las monedas nacionales, en el caso de procedimientos judiciales,
se hará conforme al valor de dichas monedas en derechos especiales de giro
en la fecha de la sentencia. El valor, en derechos especiales de giro, de la
moneda nacional de un Estado Parte que sea miembro del Fondo Monetario
Internacional se calculará conforme al método de valoración aplicado por el
Fondo Monetario Internacional para sus operaciones y transacciones, vi-
gente en la fecha de la sentencia. El valor, en derechos especiales de giro,
de la moneda nacional de un Estado Parte que no sea miembro del Fondo
Monetario Internacional se calculará de la forma determinada por dicho
Estado.

2. Sin embargo, los Estados que no sean miembros del Fondo Monetario
Internacional y cuya legislación no permita aplicar las disposiciones del
párrafo 1 de este Artículo podrán declarar, en el momento de la ratificación
o de la adhesión o ulteriormente, que el límite de responsabilidad del
transportista prescrito en el Artículo 21 se fija en la suma de 1.500.000
unidades monetarias por pasajero en los procedimientos judiciales seguidos
en sus territorios; 62.500 unidades monetarias por pasajero, con respecto al
párrafo 1° del artículo 22; 15.000 unidades monetarias por pasajero, con
respecto al párrafo 2° del artículo 22; y 250 unidades monetarias por
kilogramo, con respecto al párrafo 3° del artículo 22. Esta unidad monetaria
corresponde a sesenta y cinco miligramos y medio de oro con ley de
novecientas milésimas. Estas sumas podrán convertirse en la moneda
nacional de que se trate en cifras redondas. La conversión de estas sumas en
moneda nacional se efectuará conforme a la ley del Estado interesado.

3. El cálculo mencionado en la última oración del párrafo 1 de este
artículo y el método de conversión mencionado en el párrafo 2 de este
artículo se harán de forma tal que expresen en la moneda nacional del Estado
Parte, en la medida posible, el mismo valor real para las sumas de los
Artículos 21 y  22 que el que resultaría de la aplicación de las tres primeras
oraciones del párrafo 1 de este Artículo. Los Estados Partes comunicarán al
depositario el método para hacer el cálculo con arreglo al párrafo 1 de este
Artículo o los resultados de la conversión del párrafo 2 de este Artículo,
según sea el caso, al depositar un instrumento de ratificación, aceptación o
aprobación del presente Convenio o de adhesión al mismo y cada vez que
haya un cambio respecto a dicho método o a esos resultados.

Artículo 24. Revisión de los límites.
1. Sin que ello afecte a las disposiciones del artículo 25 del presente

convenio, y con sujeción al párrafo 2° que sigue, los límites de responsabi-
lidad prescritos en los artículos 21, 22 y 23 serán revisados por el depositario
cada cinco años, debiendo efectuarse la primera revisión al final del quinto
año siguiente a la fecha de entrada en vigor del presente Convenio o, si el
convenio no entra en vigor dentro de los cinco años siguientes a la fecha en
que se abrió a la firma, dentro del primer año de su entrada en vigor, con
relación a un índice de inflación que corresponda a la tasa de inflación
acumulada desde la revisión anterior o, la primera vez, desde la fecha de
entrada en vigor del Convenio. La medida de la tasa de inflación que habrá
de utilizarse para determinar el índice de inflación será el promedio
ponderado de las tasas anuales de aumento o de disminución del índice de
precios al consumidor de los Estados cuyas monedas comprenden el
derecho especial de giro mencionado en el párrafo 1° del artículo 23.

2. Si de la revisión mencionada en el párrafo anterior resulta que el índice
de inflación ha sido superior al diez por ciento, el Depositarlo notificará a
los Estados Partes la revisión de los límites de responsabilidad. Dichas
revisiones serán efectivas seis meses después de su notificación a los
Estados Partes. Si dentro de los tres meses siguientes a su notificación a los
Estados Partes una mayoría de los Estados Partes registra su desaprobación,
la revisión no tendrá efecto y el Depositario remitirá la cuestión a una
reunión de los Estados Partes. El depositario notificará inmediatamente a
todos los Estados Partes la entrada en vigor de toda revisión.

3. No obstante el párrafo 1 de este Artículo, el procedimiento menciona-
do en el párrafo 2° de este artículo se aplicará en cualquier momento,
siempre que un tercio de los Estados Partes expresen el deseo de hacerlo y
con la condición de que el índice de inflación mencionado en el párrafo 1°

haya sido superior al treinta por ciento desde la revisión anterior o desde la
fecha de la entrada en vigor del presente convenio si no ha habido una
revisión anterior. Las revisiones subsiguientes efectuadas empleando el
procedimiento descrito en el párrafo 1° de este artículo se realizarán cada
cinco años, contados a partir del final del quinto año siguiente a la fecha de
la revisión efectuada en virtud de este párrafo.

Artículo 25. Estipulación sobre los límites.
El transportista podrá estipular que el contrato de transporte estará sujeto

a límites de responsabilidad más elevados que los previstos en el presente
convenio, o que no estará sujeto a ningún límite de responsabilidad.

Artículo 26. Nulidad de las cláusulas contractuales.
Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista de su responsa-

bilidad o a fijar un límite inferior al establecido en el presente Convenio
será nula y de ningún efecto, pero la nulidad de dicha cláusula no implica
la nulidad del contrato, que continuará sujeto a las disposiciones del
presente Convenio.

Artículo 27. Libertad contractual
Ninguna de las disposiciones del presente convenio impedirá al transpor-

tista negarse a concertar un contrato de transporte, renunciar a las defensas
que pueda invocar en virtud del presente convenio, establecer condiciones
que no estén en contradicción con las disposiciones del presente convenio.

Artículo 28. Pagos adelantados. En caso de accidentes de aviación que
resulten en la muerte o lesiones de los pasajeros, el transportista hará, si lo
exige su ley nacional, pagos adelantados sin demora, a la persona o personas
físicas, que tengan derecho a reclamar indemnización a fin de satisfacer sus
necesidades económicas inmediatas. Dichos pagos adelantados no consti-
tuirán un reconocimiento de responsabilidad y podrán ser deducidos de toda
cantidad posteriormente pagada como indemnización por el transportista.

Artículo 29. Fundamento de las reclamaciones
1. En el transporte de pasajeros, de equipaje y de carga, toda acción de

indemnización de daños, sea que se funde en el presente convenio, en un
contrato o en un acto ilícito, sea en cualquier otra causa solamente podrá
iniciarse con sujeción a condiciones y a límites de responsabilidad como los
previstos en el presente convenio, sin que ello afecte a la cuestión de qué
personas pueden iniciar las acciones y cuáles son sus respectivos derechos.
En ninguna de dichas acciones se otorgará una indemnización punitiva,
ejemplar o de cualquier naturaleza que no sea compensatoria.

Artículo 30. Dependientes, agentes - Total de las reclamaciones
1. Si se inicia una acción contra un dependiente del transportista, por

daños a que se refiere el presente Convenio, dicho dependiente o agente, si
prueban que actuaban en el ejercicio de sus funciones, podrán ampararse en
las condiciones y los límites de responsabilidad que puede invocar el
transportista en virtud del presente convenio.

2. El total de las sumas resarcibles del transportista, sus dependientes y
agentes, en este caso, no excederá de dichos límites.

3. Salvo por lo que respecta al transporte de carga, las disposiciones de
los párrafos 1° y 2° de este artículo no se aplicarán si se prueba que el daño
es el resultado de una acción u omisión del dependiente, con intención de
causar daño, o con temeridad y sabiendo que probablemente causaría daño.

Artículo 31. Aviso de protesta oportuno.
1. El recibo del equipaje facturado o la carga sin protesta por parte del

destinatario constituirá presunción, salvo prueba en contrario, de que los
mismos han sido entregados en buen estado y de conformidad con el
documento de transporte o la constancia conservada por los otros medios
mencionados en el párrafo 2 del artículo 3° y en el párrafo 2 del artículo 4°.

2. En caso de avería, el destinatario deberá presentar al transportista una
protesta inmediatamente después de haber sido notada dicha avería y, a más
tardar, dentro de un plazo de siete días para el equipaje facturado y de catorce
días para la carga, a partir de la fecha de su recibo. En caso de retraso, la
protesta deberá hacerla a más tardar dentro de veintiún días, a partir de la
fecha en que el equipaje o la carga hayan sido puestos a su disposición.

3. Toda protesta deberá hacerse por escrito y darse o expedirse dentro de
los plazos mencionados.

4. A falta de protesta dentro de los plazos establecidos, todas las
acciones contra el transportista serán inadmisibles, salvo en el caso de
fraude de su parte.

Artículo 32. Fallecimiento de la persona responsable. En caso de
fallecimiento de la persona responsable, la acción de indemnización de
daños se ejercerá dentro de los límites previstos en el presente Convenio,
contra los causahabientes de su sucesión.
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Artículo 33. Jurisdicción.
1. Una acción de indemnización de daños deberá iniciarse, a elección del

demandante, en el territorio de uno de los Estados Partes, sea ante el tribunal
del domicilio del transportista, o de su oficina principal, o del lugar en que
tiene una oficina por cuyo conducto se ha celebrado el contrato, sea ante el
tribunal del lugar de destino.

2. Con respecto al daño resultante de la muerte o lesiones del pasajero,
una acción podrá iniciarse ante uno de los tribunales mencionados en el
párrafo 1° de este artículo, o en el territorio de un Estado Parte en que el
pasajero tiene su residencia principal y permanente en el momento del
accidente y hacia y desde el cual el transportista explota servicios de
transporte aéreo de pasajeros en sus propias aeronaves o en las de otro
transportista con arreglo a un acuerdo comercial, y en que el transportista
realiza sus actividades de transporte aéreo de pasajeros desde locales
arrendados o que son de su propiedad o de otro transportista con el que tiene
un acuerdo comercial.

3. Para los fines del párrafo 2°.
a) Acuerdo comercial significa un acuerdo, que no es un contrato de

agencia, hecho entre transportistas y relativo a la provisión de sus servicios
conjuntos de transporte aéreo de pasajeros;

b) “Residencia principal y permanente” significa la morada fija y
permanente del pasajero en el momento del accidente. La nacionalidad del
pasajero no será el factor determinante al respecto.

4. Las cuestiones de procedimiento se regirán por la ley del tribunal que
conoce el caso.

Artículo 34. Arbitraje.
1. Con sujeción a lo previsto en este Artículo, las partes en el contrato de

transporte de carga pueden estipular que toda controversia relativa a la
responsabilidad del transportista prevista en el presente Convenio se resol-
verá por arbitraje. Dicho acuerdo se hará por escrito.

2. El procedimiento de arbitraje se llevará a cabo, a elección del
reclamante, en una de la jurisdicciones mencionadas en el artículo 33.

3. El árbitro o el tribunal arbitral aplicarán las disposiciones del presente
convenio.

4. Las disposiciones de los párrafos 2° y 3° de este artículo se conside-
rarán parte de toda cláusula o acuerdo de arbitraje, y toda condición de dicha
cláusula o acuerdo que sea incompatible con dichas disposiciones será nula
y de ningún afecto.

Artículo 35. Plazo para las acciones. El derecho a indemnización se
extinguirá si no se inicia una acción dentro del plazo de dos años, contados
a partir de la fecha de llegada a destino o la del día en que la aeronave debería
haber llegado o la de la detención del transporte.

2. La forma de calcular ese plazo se determinará por la ley del tribunal
que conoce el caso.

Artículo 36. Transporte sucesivo.
1. En el caso del transporte que deban efectuar varios transportistas

sucesivamente y que esté comprendido en la definición del párrafo 3° del
artículo 1°, cada transportista que acepte pasajeros, equipaje o carga se
someterá a las reglas establecidas en el presente convenio y será
considerado como una de las partes del contrato de transporte en la
medida en que el contrato se refiera a la parte del transporte efectuado
bajo su supervisión.

2. En el caso de un transporte de esa naturaleza, el pasajero, o cualquier
persona que tenga derecho a una indemnización por él, sólo podrá proceder
contra el transportista que haya efectuado el transporte durante el cual se
produjo el accidente o el retraso, salvo en el caso en que, por estipulación
expresa, el primer transportista haya asumido la responsabilidad por todo el
viaje.

3. Si se trata de equipaje o carga, el pasajero o el expedidor tendrán
derecho de acción contra el primer transportista, y el pasajero o el destina-
tario que tengan derecho a la entrega tendrán derecho de acción contra el
último transportista, y uno y otro podrán, además, proceder contra el
transportista que haya efectuado el transporte durante el cual se produjo la
destrucción, pérdida, avería o retraso. Dichos transportistas serán solidaria-
mente responsables ante el pasajero o ante el expedidor o el destinatario.

Artículo 37. Derecho de acción contra terceros.
2. Ninguna de las disposiciones del presente convenio afecta a la cuestión

de si la persona responsable de daños de conformidad con el mismo tiene o
no derecho de acción regresiva contra alguna otra persona.

CAPITULO IV
Transporte combinado

Artículo 38. Transporte combinado
1. En el caso de transporte combinado efectuado en parte por aire y en

parte por cualquier otro medio de transporte, las disposiciones del presente
Convenio se aplicarán únicamente al transporte aéreo, con sujeción al
párrafo 4° del artículo 18, siempre que el transporte aéreo responda a las
condiciones del artículo 1°.

2. Ninguna de las disposiciones del presente convenio impedirá a las
partes, en el caso de transporte combinado, insertar en el documento de
transporte aéreo condiciones relativas a otros medios de transporte, siempre
que las disposiciones del presente convenio se respeten en lo que concierne
al transporte aéreo.

CAPITULO V
Transporte aéreo efectuado

por una persona distinta del transportista contractual
Artículo 39. –Transportista contractual–Transportista de hecho.
Las disposiciones de este Capítulo se aplican cuando una persona (en

adelante el “transportista contractual”) celebra como parte un contrato de
transporte regido por el presente Convento con el pasajero o con el
expedidor, o con la persona que actúe en nombre de uno u otro, y otra persona
(en adelante el “transportista de hecho”) realiza, en virtud de autorización
dada por el transportista contractual, todo o parte del transporte, pero sin ser
con respecto a dicha parte del transporte un transportista sucesivo en el
sentido del presente Convenio. Dicha autorización se presumirá, salvo
prueba en contrario.

Artículo 40. Responsabilidades respectivas del transportista contrac-
tual y del transportista de hecho.

Si un transportista de hecho realiza todo o parte de un transporte que,
conforme al contrato a que se refiere el artículo 39, se rige por el presente
Convenio, tanto el transportista contractual como el transportista de hecho
quedarán sujetos, excepto lo previsto en este Capítulo, a las disposiciones
del presente Convenio, el primero con respecto a todo el transporte previsto
en el contrato, el segundo solamente con respecto al transporte que realiza.

Artículo 41. Responsabilidad mutua.
1. Las acciones y omisiones del transportista de hecho y de sus depen-

dientes y agentes, cuando éstos actúen en el ejercicio de sus funciones, se
considerarán también, con relación al transporte realizado por el transpor-
tista de hecho, como acciones y omisiones del transportista contractual.

2. Las acciones y omisiones del transportista contractual y de sus
dependientes y agentes, cuando éstos actúen en el ejercicio de sus funciones,
se considerarán también, con relación al transporte realizado por el transpor-
tista de hecho, como del transportista de hecho. Sin embargo, ninguna  de
esas acciones u omisiones someterá al transportista de hecho a una respon-
sabilidad que exceda de las cantidades previstas en los artículos 21, 22, 23
y 24. Ningún acuerdo especial por el cual el transportista contractual asuma
obligaciones no impuestas por el presente Convenio, ninguna renuncia de
derechos o defensas establecidos por el Convenio y ninguna declaración
especial de valor prevista en el artículo 21 afectarán al transportista de
hecho, a menos que éste lo acepte.

Artículo 42. Destinatario de las protestas e instrucciones. Las protestas
e instrucciones que deban dirigirse al transportista en virtud del presente
Convenio tendrán el mismo efecto, sean dirigidas al transportista contrac-
tual, sean dirigidas al transportista de hecho. Sin embargo, las instrucciones
mencionadas en el Artículo 12 sólo surtirán efecto si son dirigidas al
transportista contractual.

Artículo 43. Dependientes y agentes. Por lo que respecta al transporte
realizado por el transportista de hecho, todo dependiente o agente de éste o
del transportista contractual tendrán derecho, si prueban que actuaban en el
ejercicio de sus funciones, a invocar las condiciones y los límites de
responsabilidad aplicables en virtud del presente convenio al transportista
del cual son dependiente o agente, a menos que se pruebe que habían actuado
de forma que no puedan invocarse los límites de responsabilidad de
conformidad con el presente convenio.

Artículo 44. Total de la indemnización. Por lo que respecta al transporte
realizado por el transportista de hecho, el total de las sumas resarcibles de
este transportista y del transportista contractual, y de los dependientes y
agentes de uno y otro que hayan actuado en el ejercicio de sus funciones, no
excederá de la cantidad mayor que pueda obtenerse de cualquiera de dichos
transportistas en virtud del presente convenio, pero ninguna de las personas
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mencionadas será responsable por una suma más elevada que los límites
aplicables a esa persona.

Artículo 45. Destinatario de las reclamaciones. Por lo que respecta al
transporte realizado por el transportista de hecho, la acción de indemniza-
ción de daños podrá iniciarse, a elección del demandante, contra dicho
transportista o contra el transportista contractual o contra ambos, conjunta
o separadamente. Si se ejerce la acción únicamente contra uno de estos
transportistas, éste tendrá derecho a traer al juicio al otro transportista,
rigiéndose el procedimiento y sus efectos por la ley del tribunal que conoce
el caso.

Artículo 46. Jurisdicción adicional. Toda acción de indemnización de
daños prevista en el artículo 45 deberá iniciarse, a elección del demandante,
en el territorio de uno de los Estados Partes ante uno de los tribunales en que
pueda entablarse una acción contra el transportista contractual, conforme a
lo previsto en el artículo 33, o ante el tribunal en cuya jurisdicción el
transportista de hecho tiene su domicilio o su oficina principal.

Artículo 47. Nulidad de las cláusulas contractuales. Toda cláusula que
tienda a exonerar al transportista contractual o al transportista de hecho de
la responsabilidad prevista en este Capítulo o a fijar un límite inferior al
aplicable conforme a este Capítulo será nula y de ningún efecto, pero la
nulidad de dicha cláusula no implica la nulidad del contrato, que continuará
sujeto a las disposiciones de este Capítulo.

Artículo 48. Relaciones entre el transportista contractual y el trans-
portista de hecho. Excepto lo previsto en el artículo 45, ninguna de las
disposiciones de este capítulo afectará a los derechos y obligaciones
entre los transportistas, incluido todo derecho de acción regresiva o de
indemnización.

CAPITULO VI
Otras disposiciones

Artículo 49. Aplicación obligatoria. Toda cláusula del contrato de
transporte y todos los acuerdos particulares concertados antes de que ocurra
el daño, por los cuales las partes traten de eludir la aplicación de las reglas
establecidas en el presente Convenio, sea decidiendo la ley que habrá de
aplicarse, sea modificando las reglas relativas a la jurisdicción, serán nulos
y de ningún efecto.

Artículo 50. Seguro. Los Estados Partes exigirán a sus transportistas que
mantengan un seguro adecuado que cubra su responsabilidad en virtud del
presente convenio. El Estado Parte hacia el cual el transportista explota
servicios podrá exigirle a éste que presente pruebas de que mantiene un
seguro adecuado, que cubre su responsabilidad en virtud del presente
convenio.

Artículo 51. Transporte efectuado en circunstancias extraordinarias.
Las disposiciones de los Artículos 3 a 5, 7 y 8 relativas a la documentación
del transporte, no se aplicarán en el caso de transportes efectuados en
circunstancias extraordinarias que excedan del alcance normal de las
actividades del transportista.

Artículo 52. Definición de días. Cuando en el presente convenio se
emplea el término “días”, se trata de días del calendario y no de días de
trabajo.

CAPITULO VII
Cláusulas finales

Artículo 53. Firma, ratificación y entrada en vigor.
1. El presente convenio estará abierto en Montreal, el 28 de mayo de

1999, a la firma de los Estados participantes en la Conferencia Internacional
de Derecho Aeronáutico, celebrada en Montreal del 10 al 28 de mayo de
1999. Después del 28 de mayo de 1999, el convenio estará abierto a la firma
de todos los Estados en la Sede de la Organización de Aviación Civil
Internacional, en Montreal, hasta su entrada en vigor de conformidad con el
párrafo 6 de este artículo.

2. El presente convenio estará igualmente abierto a la firma de organiza-
ciones regionales de integración económica. Para los fines del presente
convenio, “organización regional de integración económica” significa
cualquier organización constituida por Estados soberanos de una región
determinada, que tenga competencia con respecto a determinados asuntos
regidos por el convenio y haya sido debidamente autorizada a firmar y a
ratificar, aceptar, aprobar o adherirse al presente Convenio. La referencia a
“Estado Parte” o “Estados Partes” en el presente convenio, con excepción
del párrafo 2° del artículo 1°, el apartado b) del párrafo 1° del artículo 3°, el
apartado b) del artículo 5°, los artículos 23, 33, 46 y el apartado b) del
artículo 57, se aplica igualmente a una organización regional de integración
económica. Para los fines del artículo 24, las referencias a “una mayoría de

los Estados Partes” y “un tercio de los Estados Partes” no se aplicará a una
organización regional de integración económica.

3. El presente Convenio estará sujeto a la ratificación de los Estados y
organizaciones regionales de integración económica que lo hayan firmado.

4. Todo Estado u organización regional de integración económica que no
firme el presente convenio podrá aceptarlo, aprobarlo o adherirse a él en
cualquier momento.

5. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se
depositarán ante la Organización de Aviación Civil Internacional, designa-
da en el presente como Depositario.

6. El presente Convenio entrará en vigor el sexagésimo día a contar de la
fecha de depósito del trigésimo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión ante el Depositario entre los Estados que hayan
depositado ese instrumento. Un instrumento depositado por una organiza-
ción regional de integración económica no se tendrá en cuenta para los fines
de este párrafo.

7. Para los demás Estados y otras organizaciones regionales de integra-
ción económica, el presente convenio surtirá efecto sesenta días después de
la fecha de depósito de sus instrumentos de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión.

8. El depositario notificará inmediatamente a todos los signatarios y
Estados Partes:

a) Cada firma del presente convenio y la fecha correspondiente;
b) El depósito de todo instrumento de ratificación, aceptación, aproba-

ción o adhesión y la fecha correspondiente;
c) La fecha de entrada en vigor del presente convenio;
d) La fecha de entrada en vigor de toda revisión de los límites de

responsabilidad establecidos en virtud del presente convenio;
e) Toda denuncia efectuada en virtud del artículo 54.
Artículo 54. Denuncia.
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante

notificación por escrito dirigida al depositario.
2. La denuncia surtirá efecto ciento ochenta días después de la fecha en

que el Depositario reciba la notificación.
Artículo 55. Relación con otros instrumentos del convenio de Varsovia.

El presente convenio prevalecerá sobre toda regla que se aplique al transpor-
te aéreo internacional:

1. Entre los Estados Partes en el presente convenio debido a que esos
Estados son comúnmente Partes de:

a) El Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al trans-
porte aéreo internacional firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929 (en
adelante llamado el Convenio de Varsovia);

b) El Protocolo que modifica el convenio para la unificación de ciertas
reglas relativas al transporte aéreo internacional firmado en Varsovia el 12
de octubre de 1929, hecho en La Haya el 28 de septiembre de 1955 (en
adelante llamado el Protocolo de La Haya);

c) El Convenio, complementario del convenio de Varsovia, para la
unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional
realizado por quien no sea el transportista contractual firmado en Guadalajara
el 18 de septiembre de 1961 (en adelante llamado el Convenio de Guadalajara);

d) El Protocolo que modifica el convenio para la unificación de ciertas
reglas relativas al transporte aéreo internacional firmado en Varsovia, el
12 de octubre de 1929 modificado por el Protocolo hecho en La Haya el 28
de septiembre de 1955, firmado en la ciudad de Guatemala el 8 de marzo de
1971 (en adelante llamado el Protocolo de la ciudad de Guatemala);

e) Los Protocolos adicionales núms. 1 a 3 y el Protocolo de Montreal
núm. 4 que modifican el Convenio de Varsovia modificado por el
Protocolo de La Haya o el Convenio de Varsovia modificado por el
Protocolo de La Haya y el Protocolo de la ciudad de Guatemala firmados
en Montreal el 25 de septiembre de 1975 (en adelante llamados los
Protocolos de Montreal); o

2. dentro del territorio de cualquier Estado Parte en el presente Convenio
debido a que ese Estado es Parte en uno o más de los instrumentos
mencionados en los apartados a) a e) anteriores.

Artículo 56. Estados con más de un sistema jurídico.
1. Si un Estado tiene dos o más unidades territoriales en las que son

aplicables diferentes sistemas jurídicos con relación a cuestiones tratadas en
el presente Convenio, dicho Estado puede declarar en el momento de la
firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión que el presente
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Convenio se extenderá a todas sus unidades territoriales o únicamente a una
o más de ellas y podrá modificar esta declaración presentando otra declara-
ción en cualquier otro momento.

2. Esas declaraciones se notificarán al Depositario e indicarán explícita-
mente las unidades territoriales a las que se aplica el convenio.

3. Respecto a un Estado Parte que haya hecho esa declaración:
a) Las referencias a “moneda nacional” en el artículo 23 se interpretarán

como que se refieren a la moneda de la unidad territorial pertinente de ese
Estado; y

b) La referencia en el artículo 28 a la “ley nacional” y se interpretará
como que se refiere a la ley de la unidad territorial pertinente de ese
Estado.

Artículo 57. Reservas. No podrá formularse ninguna reserva al presente
convenio, salvo que un Estado Parte podrá declarar en cualquier momento,
mediante notificación dirigida al Depositario, que el presente convenio no
se aplicará:

a) Al transporte aéreo internacional efectuado directamente por ese
Estado Parte con fines no comerciales respecto a sus funciones y obligacio-
nes como Estado soberano; ni

b) Al transporte de personas, carga y equipaje efectuado para sus
autoridades militares en aeronaves matriculadas en ese Estado Parte, o
arrendadas por éste, y cuya capacidad total ha sido reservada por esas
autoridades o en nombre de las mismas.

En testimonio de lo cual los plenipotenciarios que suscriben, debidamen-
te autorizados, firman el presente convenio.

Hecho en Montreal el día veintiocho de mayo de mil novecientos
noventa y nueve en español, árabe, chino, francés, inglés y ruso, siendo
todos los textos igualmente auténticos. El presente Convenio quedará
depositado en los archivos de la Organización de Aviación Civil Inter-
nacional y el Depositario enviará copias certificadas del mismo a todos
los Estados Partes en el presente Convenio, así como también a todos los
Estados Partes en el Convenio de Varsovia, el Protocolo de La Haya, el
Convenio de Guadalajara, el Protocolo de la ciudad de Guatemala y los
Protocolos de Montreal.

El Suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones
Exteriores,

HACE CONSTAR:
Que la presente reproducción es fiel fotocopia tomada del texto certifi-

cado, en idioma español, tomada del “Convenio para la Unificación de
Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional, hecho en Montreal
el veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999), que
reposa en los archivos de la Oficina Jurídica de este Ministerio.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los quince (15) días del mes de
febrero de dos mil (2000).

Héctor Adolfo Sintura Varela,
Jefe Oficina Jurídica.»

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C., 15 de diciembre de 1999
Aprobado. Sometase a la consideracion del honorable Congreso nacio-

nal para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio para la Unificación de Ciertas

Reglas para el Transporte Aéreo Internacional”, hecho en Montreal el
veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo l° de la Ley
7ª de 1944, el “Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas para el
Transporte Aéreo Internacional hecho en Montreal el veintiocho (28) de
mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999), que por el artículo
primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C.

Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos
Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de Transporte.

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Transporte,
Gustavo Adolfo Canal Mora.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos 150

numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del Honorable Congreso de la República el
proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba el “Convenio para la
Unificación de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional”.
Hecho en Montreal el veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa
y nueve (1999).

Consideración preliminar:
El nuevo Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte

aéreo internacional es el producto, entre otros, del esfuerzo y trabajo
desarrollados durante décadas por el Comité Jurídico de la Organización de
Aviación Civil Internacional, OACI, foro en donde siempre se consideró la
conveniencia de refundir en un instrumento único los diversos Instrumentos
del denominado “Sistema de Varsovia”, caracterizado en el tiempo por su
falta de uniformidad.

Esto debido a que no todos los Estados eran Partes en los mismos
Instrumentos que conforman el “Sistema”, razón por la cual nunca tuvo la
aceptación general esperada, todo lo cual llevó a concluir que era necesario
crear un Instrumento que recopilara los principales elementos del “Sistema
Varsovia” en un texto único refundido, con el objeto de lograr la tan
anhelada aceptación general. Igualmente, siempre se consideró imprescin-
dible, elaborar un convenio que fuese aceptable para la inmensa mayoría de
Estados, incluyendo, claro está y con la debida prioridad, a los países de
mayor importancia en materia de transporte aéreo, algunos de los cuales,
debido a las eventuales fallas del “Sistema Varsovia” se mantuvieron al
margen de la mayor parte del referido “Sistema” y en vez de contribuir con
el mismo, por el contrario, alimentaron la fragmentación del régimen
unificado de responsabilidad de los transportistas aéreos, mediante la
imposición de medidas unilaterales. El nuevo Convenio, que viene a
refundir en un Instrumento único el mencionado “Sistema” y que está
destinado a reemplazar al mismo, es el que ahora se presenta a consideración
de la Comunidad Aeronáutica Internacional, de la cual se espera una rápida
ratificación para su pronta entrada en vigor.

El precitado convenio, elaborado en un lenguaje claro, resuelve en forma
acertada y equilibrada los problemas relativos al régimen de responsabili-
dad civil en el transporte aéreo y está dirigido a reemplazar el complejo
sistema de convenios, acuerdos y protocolos que modifican el “Sistema
Varsovia”, a fin de promover una claridad y transparencia jurídicas, man-
teniendo continuidad en cuanto al fondo y logrando la modernización
necesaria. Este nuevo Instrumento, a la vez que pone al día el anterior
“Sistema”, abarcando globalmente el régimen de responsabilidad respecto
a los pasajeros, el equipaje y la carga, restablece la transparencia y unifor-
midad en el sistema.

El texto refundido en este nuevo Convenio, elaborado en el marco del
Convenio de Varsovia de 1929, integra al mismo tiempo algunos elementos
del Protocolo de La Haya de 1955, introduce varios elementos que lo
modernizan, e incorpora las disposiciones del Protocolo No. 4 de Montreal
de 1975, algunos elementos del Protocolo de Guatemala de 1971 y del
Protocolo No. 3 de Montreal de 1975, en la medida en que son compatibles
con el nuevo Convenio. Incorpora también las disposiciones del Convenio
de Guadalajara de 1961, como un capítulo independiente (Transporte aéreo
efectuado por una persona distinta del transportista contractual).

Todos los instrumentos anteriormente nombrados, refundidos en el texto del
Convenio que hoy nos ocupa, integraron el precitado “Sistema Varsovia”.

Análisis del convenio
Haciendo un breve recuento sobre las principales características del

nuevo Convenio, habrá que hacer referencia a los principales elementos que
se reúnen en este Instrumento. En lo que se refiere al régimen de responsa-
bilidad por muerte o lesión de pasajeros, el artículo 17 del nuevo convenio
consagra una responsabilidad puramente objetiva, e igual cosa ocurre con la
destrucción, pérdida o avería del equipaje facturado, claro está, tomando en
consideración en este último caso, las exoneraciones que, por lo general,
tienen que ver con la culpa del pasajero. Se establece en el nuevo instrumen-
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to un régimen de responsabilidad de dos niveles para el caso de muerte
accidental o lesiones de los pasajeros, así: en el primer nivel, un régimen de
responsabilidad incondicional de hasta 100.000 Derechos Especiales de
Giro (D.E.G.), independientemente de la culpa del transportista y en un
segundo nivel, un régimen de responsabilidad que admite prueba en contra-
rio por sumas superiores. En lo que se refiere al equipaje, se establece un
limite de 1.000 Derechos Especiales de Giro (D.E.G.) por pasajero, límites
que deben revisarse periódicamente. En cuanto al daño causado por retraso,
éste se limita por primera vez, no siendo esta responsabilidad objetiva, sino
basada en presunción de culpa, que admite prueba en contrario. Su límite es
hasta de 4.150 Derechos Especiales de Giro (D.E.G.) y es considerada esta
solución como muy positiva en el nuevo Instrumento, si se tiene en cuenta
que tiende a evitar problemas posteriores, como en el caso de los denomi-
nados “daños consecuenciales”, cuando el pasajero demanda a la línea aérea
por perjuicios ocasionados por no llegar a tiempo a su destino. En el
transporte de carga, la responsabilidad del transportista en caso de destruc-
ción, pérdida, avería o retraso, se limita a la suma de 17 Derechos Especiales
de Giro (D.E.G.) por kilogramo, a menos que el expedidor haya hecho al
transportista, al entregarle el bulto, una declaración especial del valor de la
entrega de éste en el lugar de destino y haya pagado una suma suplementaria,
si hay lugar a ello. En caso de destrucción, pérdida, avería o retraso de una
parte de la carga, o de cualquier objeto que ella contenga, para determinar
el límite de responsabilidad del transportista, solamente se tendrá en cuenta
el peso total del bulto, o de los bultos afectados. Es importante anotar que
se ha conservado la posibilidad de hacer una declaración del valor del
equipaje y la carga, elevándose el límite de responsabilidad al valor
declarado.

Todas las sumas expresadas en Derechos Especiales de Giro (D.E.G.) en
este nuevo Instrumento, se refieren al derecho especial de giro definido por
el Fondo Monetario Internacional y su conversión de las sumas en monedas
nacionales, en caso de procedimientos judiciales, se hará conforme al valor
de dichas monedas en derechos especiales de giro, en la fecha de la sentencia
(artículo 23).

Otra novedad incluida en este Instrumento, es la que tiene que ver con los
llamados “pagos adelantados” (artículo 28), consistentes en que, en caso de
accidentes que resulten en la muerte o lesiones de los pasajeros, el transpor-
tista hará si así lo exige su ley nacional,

pagos adelantados sin demora, a la persona o personas físicas que tengan
derecho a reclamar indemnización, a fin de satisfacer sus necesidades
económicas inmediatas, en el entendido que estos pagos no constituirán
reconocimiento de responsabilidad y podrán ser deducidos de toda cantidad
posteriormente pagada como indemnización por el transportista. En este
caso se supone que no haya pagos, si hay litigios sobre la legitimación de los
reclamantes. Este tema y su inclusión en el Convenio, siempre fue defendido
por la Unión Europea por considerarlo de trascendental importancia.

Dentro de los temas más importantes y novedosos introducidos en el
texto del nuevo Convenio, se encuentra el de la denominada “quinta
jurisdicción”, esto es la que se refiere al lugar del domicilio del demandante,
como una jurisdicción adicional, a la que cabe recurrir en circunstancias
específicas, Se puede acudir a la misma, siempre y cuando se cumplan
ciertas condiciones que exigen que el transportista tenga una presencia
comercial y/o operacional y no simplemente una representación de agencia
en el Estado de residencia del pasajero. Con este enfoque se busca que si un
transportador aéreo ofrece servicios hacia y desde el territorio de un
determinado país extranjero y vende allí billetes y ha establecido sus propias
oficinas para la venta de dichos billetes, y tiene una presencia comercial, en
tal caso el transportista debe aceptar que se le lleve ante los tribunales en esa
jurisdicción. Es tan importante este tema en el nuevo Instrumento interna-
cional, que su inclusión se irá a traducir seguramente en la presencia en el
mismo de países tan importantes para el transporte aéreo, como es el caso
de los Estados Unidos de América, país que desde un principio condicionó
su participación en el nuevo Instrumento a la inclusión de la precitada
“quinta jurisdicción”.

Es bien conocida en el campo del transporte aéreo la actitud de este
último país, en lo que fue su participación en el llamado “Sistema Varsovia”,
actitud que sin lugar a dudas contribuyó en gran medida a la fragmentación
de dicho Sistema y a las medidas unilaterales introducidas al margen del
mismo.

Es obvio entonces, que con la participación en el nuevo convenio de los
países de mayor importancia en el transporte aéreo, se logrará el objetivo de
poder contar en adelante con un verdadero régimen unificado de responsa-
bilidad en el transporte aéreo, en beneficio de usuarios y transportistas.

Otro elemento que si bien no ha cambiado en el nuevo convenio, respecto
de los Instrumentos anteriores, es el que tiene que ver con la noción misma
de indemnización de daños, pero sin embargo, con fines de aclaración, en
el preámbulo del Convenio se hace referencia específica al principio de
restitución.

En cuanto a la formulación de reservas, la única que podría dejarse es la
tradicional, atinente al transporte efectuado por el Estado con fines no
comerciales, o al transporte efectuado por Autoridades militares en aeronaves
cuya capacidad total haya sido arrendada por dichas Autoridades (artículo
57). El nuevo Convenio, al tenor del artículo 53, entrará en vigor el
sexagésimo día a contar de la fecha de depósito del trigésimo instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación, o adhesión ante el depositario, entre
los Estados que hayan depositado ese instrumento.

Una vez señaladas las principales características de este nuevo instru-
mento, cabe anotar cuáles son los beneficios que puede aportar el mismo al
transporte aéreo internacional. Entre esos beneficios, bien pueden señalarse,
entre otros, los siguientes:

1. Por primera vez en varías décadas se podrá contar con un régimen de
responsabilidad en el transporte aéreo, verdaderamente unificado, moderni-
zado y mejorado y no con un régimen fragmentado, con todos los inconve-
nientes que ello conlleva, como ocurrió a través del tiempo con el “Sistema
Varsovia”, como producto de la falta de aceptación general de este último.

2. No existe duda alguna, una vez concluida la Conferencia Diplomática
que le dio luz verde al nuevo Instrumento internacional, que el mismo goza
de una aceptación general entre los países miembros de la Organización
Mundial (OACI) y que al haber sido incluidos ciertos elementos en el
Convenio, por iniciativa de los países más importantes en el campo del
transporte aéreo (quinta jurisdicción), y haberse incrementado, entre otros
en forma significativa el monto de las indemnizaciones, por muerte o lesión
de los pasajeros, se asegura la participación mayoritaria de la Comunidad
Aeronáutica Internacional en el Convenio y de paso se despeja el peligro que
siempre representa la posibilidad de la imposición de medidas unilaterales
en este campo.

En síntesis, el convenio que ahora se presenta a consideración  del
honorable Congreso Nacional para su aprobación y que tiene por  objeto
resolver los problemas relativos al régimen de responsabilidad civil en el
transporte aéreo, representa, sin lugar a dudas, un gran  paso adelante y la
respuesta más clara a las inquietudes acumuladas  durante décadas sobre
estos temas en el sector de la aviación civil.

De otra parte es importante señalar, con respecto al referido Sistema
Varsovia, que ahora es reemplazado por el nuevo convenio, que  Colombia
fue uno de los países que ratificó la totalidad de los instrumentos internacio-
nales que conforman dicho Sistema, vale decir,  el Convenio de Varsovia de
1929, el Protocolo de La Haya de 1955,  el Convenio de Guadalajara de
1961, estos tres instrumentos aprobados mediante Ley 95 de 1965, el
Protocolo de Guatemala (Ley  30 de 1973) y los Protocolos 1, 2, 3 y 4 de
Montreal de 1975, aprobados mediante Ley 19 de 1980.

Finalmente, se puede afirmar que el nuevo convenio para la unificación
de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, conjuntamente con
los Protocolos relativos a las enmiendas al convenio sobre Aviación Civil
Internacional, Artículos 3 bis y 83 bis, que se refieren, en su orden, a la
prohibición de utilizar las armas contra las aeronaves civiles y a la transfe-
rencia de ciertas funciones y obligaciones, del Estado de matrícula, al
Estado del explotador, constituyen los mayores logros conseguidos en la
aviación civil en el último cuarto de siglo, en beneficio de usuarios y
transportadores aéreos, razón por la cual el Gobierno Nacional somete a su
consideración y solicita la aprobación del “Convenio para la unificación de
ciertas reglas para el Transporte Aéreo Internacional”, hecho en Montreal
el veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

De los honorables Senadores y Representantes.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia
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DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará

anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado
y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores al
período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los Convenios Interna-
cionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada
 de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio
de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
República de Colombia-Gobierno Nacional.

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL
Tramitación de Leyes

Santa Fe de Bogotá, D. C., 25 de julio del 2000
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley número 29 de

2000 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio para la
unificación de ciertas reglas para el Transporte Aéreo Internacional”, hecho
en Montreal el veintiocho (28) de mayo de mil novecientos noventa y nuevo
(1999), me permito pasar a su Despacho el expediente de la mencionada
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La
materia de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la
Comisión Segunda Constitucional Permanente.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Manuel Enríquez Rosero.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE
SENADO DE LA REPUBLICA

Julio 25 de 2000
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido

el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia
del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la
Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente,

Mario Uribe Escobar.
El Secretario General,

Manuel Enríquez Rosero.
* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 31 DE 2000 SENADO
por medio de la cual se aprueba el Protocolo sobre Privilegios e Inmunida-
des de la Asociación de Estados del Caribe, hecho en la Ciudad de Panamá,
                 República de Panamá el 13 de diciembre de 1999.

El Congreso de Colombia
Visto el texto del Protocolo sobre Privilegios e Inmunidades de la

Asociación de Estados del Caribe, hecho en la Ciudad de Panamá, República
de Panamá el 13 de diciembre de 1999.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instrumen-
to Internacional mencionado).

«PROTOCOLO SOBRE PRIVILEGIOS E INMUNIDADES
DE LA ASOCIACION DE ESTADOS DEL CARIBE

Las Partes en el presente Protocolo:
Considerando que el artículo XVI del Convenio Constitutivo de la

Asociación de Estados del Caribe establece que la Asociación gozará de
personalidad jurídica internacional y que cada Estado Miembro y Miembro
Asociado deberá brindar a la Asociación en su territorio, la más amplia
capacidad jurídica acordada a personas jurídicas en virtud de su legislación
nacional;

Teniendo presente que el artículo XVII del Convenio Constitutivo
establece que los privilegios e inmunidades que reconocerán y otorgarán los
Estados Miembros y Miembros Asociados serán establecidos en un Proto-
colo a dicho Convenio; convienen lo siguiente:

Artículo 1°. Definiciones. Para los fines del presente Protocolo, se
entenderá por:

a) Convenio: El Convenio Constitutivo de la Asociación de Estados del
Caribe suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 24 de
julio de 1994;

b) Protocolo: El Protocolo sobre los Privilegios e Inmunidades de la
Asociación de Estados del Caribe;

c) Asociación: La Asociación de Estados del Caribe, tal como se define
en los Artículos I y II del Convenio;

d) Estado Miembro: El mismo significado que aparece en el artículo
IV(1) del Convenio;

e) Miembro Asociado: El mismo significado que aparece en el Artículo
IV(2) del Convenio;

f) Consejo de Ministros: El mismo significado expuesto en el artículo
VIII del Convenio.

g) Secretario General: El Secretario General de la Asociación de
Estados del Caribe;

h) Parte: Un Estado Miembro o Miembro Asociado de la Asociación con
respecto al cual el Protocolo haya entrado en vigor;

i) Funcionarios de la Asociación: El Secretario General y todos los
miembros del personal de la Secretaría General, de acuerdo a lo establecido
en el artículo XIV del Convenio;

j) Funcionarios de alto nivel de la Asociación: Funcionarios designa-
dos por el Consejo de Ministros de la Asociación de conformidad con lo
establecido en el Artículo IX (e) del Convenio;

k) Representantes de los Estados Miembro: Los delegados, delegados
adjuntos, asesores y cualquier otro miembro de las delegaciones de los
Estados Miembros

l) Representantes de los Miembros Asociados: Los delegados, delega-
dos adjuntos, asesores y cualquier otro miembro de las delegaciones de los
Miembros Asociados

m) Expertos: Los expertos que lleven a cabo misiones para la
Asociación;

n) Archivos: Los registros y correspondencias, documentos, manuscri-
tos, mapas, fotografías y películas cinematográficas, grabaciones de audio
y cualquier medio magnético que pertenezcan o estén en posesión de la
Asociación. Esta lista podrá ser ampliada por el Consejo de Ministros vista
la presencia de nuevos desarrollos tecnológicos.

Artículo 2°. Disposiciones generales. Sin perjuicio de las disposiciones
establecidas en el Convenio, cada Parte en este Protocolo otorgará, dentro
de su territorio, a la Asociación y sus órganos, a los Representantes de los
Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación, Funcionarios
de la Asociación y Expertos, los privilegios e inmunidades especificados en
este Protocolo.

Articulo 3°. Personalidad y Capacidad Jurídica de la Asociación. La
Asociación tendrá la personalidad jurídica internacional y la capacidad
jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de sus
fines, de conformidad con el Convenio; en consecuencia tiene, en particular,
la capacidad de:

(a) Contratar;
(b) Adquirir, arrendar y enajenar bienes muebles e inmuebles;
Ser parte en litigios o procesos judiciales.
Artículo 4°. Locales, bienes y haberes de la asociación.
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1. La Asociación, sus bienes y haberes en cualquier parte que se
encuentren y en poder de cualquier persona, gozarán de inmunidad frente a
cualquier procedimiento judicial, a excepción de los casos particulares en
que se renuncie expresamente a tal inmunidad. La renuncia a la inmunidad
no tendrá el efecto de sujetar los bienes, propiedades y haberes a ninguna
medida de ejecución.

2. Los locales de la Asociación son inviolables. Sus bienes y haberes, sin
consideración al lugar donde se hallen y en poder de quien se encuentren, no
podrán ser objeto de ninguna acción de búsqueda, allanamiento, requisición,
confiscación, expropiación y de ninguna otra forma de intervención, ya sea
de carácter administrativo, judicial o legislativo.

Artículo 5°. Excepciones a la inmunidad. La inmunidad de jurisdicción
no podrá ser invocada en los casos siguientes:

a) Un proceso de responsabilidad civil extracontractual entablado por un
tercero por concepto de los daños causados por un Funcionario o Experto de
la Asociación en sus actividades oficiales;

b) Un proceso de responsabilidad contractual, incluido el contrato de
trabajo suscrito con un miembro del personal;

c) Una acción reconvencional en el curso de un proceso legal instituido
por la Asociación

Artículo 6°. Inviolabilidad de los archivos. Los Archivos de la Asocia-
ción y todos los documentos que le pertenezcan o que se hallen en su
posesión, son inviolables, dondequiera que se encuentren ubicados.

Artículo 7°. Mecanismos Financieros de la Asociación
1. La Asociación podrá libremente, y sin que sobre ella se ejerza control,

regulación o moratoria de naturaleza alguna:
a) Adquirir divisas a través de los canales autorizados, mantenerlas en su

poder y venderlas;
b) Tener fondos, títulos, valores, oro o divisas de cualquier naturaleza y

operar cuentas en cualquier tipo de divisas;
c) Transferir fondos, títulos, valores, oro o divisas de un país a otro o en

el interior de cualquier país y convertir en cualquier tipo de divisas que
posea.

2. En ejercicio de los derechos establecidos en el numeral 1 del presente
artículo, la Asociación prestará la atención debida a las solicitudes formu-
ladas por los Gobiernos de los Estados Miembros y Miembros Asociados de
la Asociación, con el fin de que las mismas se puedan hacer efectivas sin
detrimento de los intereses de la Asociación.

Artículo 8. Exoneración de impuestos y derechos arancelarios. La
Asociación, sus bienes, propiedades, haberes e ingresos estarán:

a) Exentos de toda tributación directa. La Asociación no exigirá la
exoneración de impuestos causados por cobros de servicios públicos;

b) Exentos de derechos de aduana, prohibiciones y restricciones respecto
a publicaciones y artículos que importe o exporte para el uso oficial. Se
entiende, sin embargo, que las publicaciones y los artículos que se importen
libres de derechos no se venderán en el país al que se importen sino conforme
a las condiciones que se acuerden con el Gobierno respectivo.

Artículo 9°. Facilidades de  comunicación.
1. La Asociación gozará, en el territorio de cada Estado Miembro y

Miembro Asociado de la Asociación, de un tratamiento no menos favorable
que el otorgado a las misiones diplomáticas y a las organizaciones interna-
cionales establecidas en su territorio, para los fines de sus comunicaciones
oficiales.

2. No se aplicará ningún tipo de censura a la correspondencia oficial o
comunicaciones oficiales de la Asociación.

3. La Asociación tendrá el derecho de utilizar códigos y de despachar y
recibir su correspondencia y otras comunicaciones oficiales por correo o en
valijas precintadas. Para estos efectos, la Asociación gozará de los mismos
privilegios e inmunidades que se otorgan al correo y las valijas diplomáticas.

4. Las disposiciones de los numerales 2 y 3 del presente artículo no se
interpretarán como un impedimento para la adopción de medidas de
seguridad o precaución adecuadas que sean de interés de un Estado Miem-
bro y Miembro Asociado de la Asociación, previa consulta con el Secretario
General.

Artículo 10. Privilegios e inmunidades de los representantes de los
estados miembros y miembros asociados de la asociación

1. Sin perjuicio de los privilegios e inmunidades de que puedan disfrutar
de conformidad con las normas aplicables del Derecho Internacional, los
representantes de los Estados Miembros y Miembros Asociados de la

Asociación que asistan a las reuniones convocadas por la Asociación
gozarán, mientras ejerzan sus funciones y durante sus viajes hacia y
desde el lugar donde se celebre la reunión, de los siguientes privilegios
e inmunidades:

a) Inmunidad ante los procesos judiciales con respecto a las expresiones
orales o escritas, y a todos los actos ejecutados por ellos en sus funciones
oficiales; esta inmunidad se mantendrá aunque las personas involucradas
puedan haber cesado en el ejercicio de sus funciones;

b) Inmunidad de arresto o detención personal, salvo en el caso de
homicidio o delito flagrante, y las mismas inmunidades y facilidades
con respecto a su equipaje personal que se otorgan a los agentes
diplomáticos;

c) Inviolabilidad de todos los papeles y documentos relacionados con el
desempeño de sus funciones;

d) El derecho, para los fines de establecer cualquier tipo de comunicación
con la Asociación, de utilizar códigos y de recibir documentos, correspon-
dencia u otro material oficial por correo o valijas precintadas;

e) Exención de las restricciones de inmigración y de registro a los
extranjeros, tanto para los propios representantes, como para sus cónyuges;

f) Exención de las obligaciones de servicio nacional, con respecto a si
mismos y sus cónyuges;

g) Los mismos privilegios y facilidades con respecto a las restricciones
monetarias o cambiarias que se hayan otorgado a los representantes de los
Gobiernos extranjeros en misiones oficiales temporales;

h) Las mismas facilidades en cuanto a protección y repatriación con
respecto a sí mismos y sus cónyuges que se hayan otorgado a los agentes
diplomáticos en momento de crisis nacional o internacional;

i) Todos los privilegios, inmunidades y facilidades que no sean incom-
patibles con los anteriores y que disfruten los agentes diplomáticos, con la
excepción de que no podrán reclamar exención de derechos aduaneros sobre
mercaderías importadas que no formen parte de su equipaje personal o de
impuestos indirectos o de consumo.

2. En aquellos casos en que la tributación dependa de la residencia, los
períodos durante el cual los representantes de los Estados Miembros y
Miembros Asociados de  la Asociación que asistan a las reuniones de la
Asociación estén presentes en el territorio de un Miembro de la Asociación
para el desempeño de sus deberes, no será considerado como períodos de
residencia.

3. La inmunidad de jurisdicción no podrá ser invocada en el caso de un
proceso de responsabilidad civil extra contractual entablado por un tercero
por concepto de los daños causados por un representante de un Estado
Miembro y Miembro Asociado de la Asociación.

Artículo 11. Privilegios e inmunidades de los funcionarios de la asocia-
ción. El Secretario General especificará las categorías de los Funcionarios
a las cuales se aplicarán las disposiciones del presente Artículo. El Secreta-
rio General someterá estas categorías a la consideración del Consejo de
Ministros. A partir de ese momento, las categorías serán comunicadas a los
Gobiernos de todos los Estados Miembros y Miembros Asociados de la
Asociación. Los nombres de los Funcionarios incluidos en las categorías
serán dados a conocer, periódicamente, a los Gobiernos de los Estados
Miembros y Miembros Asociados de la Asociación.

2. Los Funcionarios de la Asociación, disfrutarán de los siguientes
privilegios e inmunidades:

a) Inmunidad ante los procesos judiciales con respecto a las expresiones
orales o escritas y todas las acciones llevadas a cabo por los Funcionarios en
sus actividades oficiales; esta inmunidad se mantendrá aunque las personas
involucradas hayan dejado de ser Funcionarios de la Asociación;

b) Inmunidad de arresto o detención personal en relación con las acciones
realizadas por ellos en sus actividades oficiales;

c) Inmunidad de inspección y decomiso de equipaje personal y oficial,
excepto en los casos de delito flagrante. En tales casos, las autoridades
competentes informarán de inmediato al Secretario General. En el caso del
equipaje personal, las inspecciones sólo podrán realizarse en presencia del
Funcionario involucrado o de su representante autorizado, y en el caso del
equipaje oficial, en presencia del Secretario General;

d) El derecho, para los fines de establecer cualquier tipo de comunicación
con la Asociación, de utilizar códigos y de recibir documentos, correspon-
dencia u otro material oficial por correo o valijas precintadas;

e) Exención de impuestos con respecto a los salarios y emolumentos
pagados por la Asociación;
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Exención de las obligaciones de servicio nacional, con respecto a sí
mismos y sus cónyuges;

g) Exención de las restricciones de inmigración y registro de extranjeros
con respecto a sí mismos, sus cónyuges y los miembros dependientes de sus
familias;

h) Los mismos privilegios y facilidades con respecto al cambio de
moneda, incluyendo la posibilidad de tener cuentas en divisas que se otorgan
a los miembros de las misiones diplomáticas con un rango similar;

i) El derecho de importar, libre de derechos, sus muebles, artefactos
domésticos y efectos personales para el momento de asumir su cargo en el
país en cuestión y, después de la conclusión de su misión, el derecho de
reexportar a su nuevo país de domicilio los mismos bienes, con exención de
derechos;

j) La inmunidad de jurisdicción no podrá ser invocada en el caso de un
proceso de responsabilidad civil extracontractual entablado por un tercero
por concepto de los daños causados por un Funcionario de la Asociación.

Artículo 12. Privilegios e inmunidades adicionales del Secretario Gene-
ral y otros funcionarios de alto nivel de la asociación.

1. Además de los privilegios e inmunidades especificados en el artículo
11, al Secretario General o al Funcionario de la Asociación que actúe en su
nombre, durante su ausencia obligada, se le otorgarán con respecto a sí
mismo, su cónyuge y miembros dependientes de su familia los mismos
privilegios e inmunidades que se conceden a los Jefes de las misiones
diplomáticas establecidas en los Estados Miembros y Miembros Asociados
de la Asociación.

2. A los Funcionarios de Alto Nivel de la Asociación, sus cónyuges y
miembros dependientes de sus familias se les otorgarán los mismos privile-
gios e inmunidades que se conceden a los miembros del personal diplomá-
tico de las misiones diplomáticas establecidas en los Estados Miembros y
Miembros Asociados de la Asociación.

Artículo 13. Privilegios e Inmunidades de los Expertos. Los Expertos,
mientras desempeñen las funciones asignadas a ellos por la Asociación o en
el curso de su viaje para desempeñar sus funciones o cumplir con sus
deberes, gozarán de las siguientes facilidades, privilegios o inmunidades
necesarios para el ejercicio eficaz de sus obligaciones:

a) Inmunidad de proceso judicial con respecto a las expresiones orales o
escritas, y todas las acciones realizadas por ellos en el desempeño de sus
actividades oficiales;

b) Inmunidad de arresto o detención personal con respecto a las activi-
dades desempeñadas por ellos en el ejercicio de sus funciones oficiales;

c) Exención de los impuestos a los salarios y emolumentos pagados por
la Asociación;

d) Inviolabilidad de todos los papeles y documentos relacionados con el
ejercicio de sus funciones;

e) El derecho, para los fines de establecer cualquier tipo de comunicación
con la Asociación, de utilizar códigos y de recibir documentos, correspon-
dencia u otro material oficial por correo o valijas precintadas;

f) Exención de las obligaciones de servicio nacional, con respecto a sí
mismos y sus cónyuges;

g) Exención de las restricciones de inmigración, requisitos y de registro
a los extranjeros, tanto para los propios expertos, como para sus cónyuges
y miembros dependientes de sus familias;

h) Las mismas facilidades de protección y repatriación con respecto a sí
mismos y sus cónyuges que se otorgan a los agentes diplomáticos en
momentos de crisis nacional o internacional;

i) Los mismos privilegios y facilidades con respecto a las restricciones
monetarias y cambiarias que se otorgan a los representantes de gobiernos
extranjeros que se encuentren en misiones oficiales con carácter temporal;

j) La inmunidad de jurisdicción no podrá ser invocada en el caso de un
proceso de responsabilidad civil extracontractual entablado por un tercero
por concepto de los daños causados por un experto.

Artículo 14. Renuncia a la inmunidad.
1. Los privilegios y las inmunidades se otorgan a los Representantes de

los Estados Miembros y los Miembros Asociados de la Asociación para
salvaguardar su independencia en el ejercicio de sus funciones en relación
con la Asociación. Por consiguiente, cada Estado Miembro o Miembro
Asociado de la Asociación, podrá renunciar a tales inmunidades en cual-
quier caso en que según su propio criterio, el ejercicio de éstos entorpezca
el curso de la justicia y cuando dicha renuncia pueda ser hecha sin perjudicar
los fines para los cuales fueron otorgados.

2. Los privilegios e inmunidades se otorgan a los Funcionarios de la
Asociación exclusivamente en el interés de ésta. El Secretario General
deberá renunciar a la inmunidad de un Funcionario cuando según su criterio
el ejercicio de ello impida el curso de la justicia y dicha renuncia pueda
hacerse sin que se perjudiquen los intereses de la Asociación.

3. Los privilegios e inmunidades se otorgan al Secretario General
exclusivamente en el interés de la Asociación. En consecuencia, el Consejo
de Ministros renunciará a esta inmunidad en los casos que, en su opinión,
impida el curso de la justicia y cuando dicha renuncia pueda ser hecha sin
perjuicio del propósito para el cual fue otorgada.

4. Los privilegios e inmunidades se otorgan a los Expertos exclusivamen-
te en el interés de la Asociación. En consecuencia, el Secretario General
deberá renunciar a dicha inmunidad en tales casos que, en su opinión, impida
el curso de la justicia y cuando dicha renuncia pueda ser hecha sin perjuicio
del propósito para el cual fue otorgada.

Artículo 15. Nacionales o residentes permanentes de un estado miembro
o miembro asociado de la asociación. Los privilegios e inmunidades
establecidos en el presente Protocolo no podrán ser invocados por una
persona que tenga la calidad de Funcionario o Experto de la Asociación, o
de Representante de un Estado Miembro o Miembro Asociado de la
Asociación, ante las autoridades del Estado, País o Territorio del cual sea
nacional o tenga en él su residencia permanente.

Artículo 16. Cooperación con las autoridades competentes. La Asocia-
ción cooperará en todo momento con las autoridades competentes de los
Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación, para facilitar
la correcta administración de la justicia, la observancia de las leyes y
reglamentos y evitar cualquier tipo de abuso relacionado con los privilegios
e inmunidades establecidos en el presente Protocolo.

Artículo 17. Respeto de las leyes y normas de los estados miembros y
miembros asociados de la asociación. Sin perjuicio de sus privilegios e
inmunidades, todas las personas que gozan de los mismos deberán respetar
las leyes y normas de los Estados Miembros y Miembros Asociados de la
Asociación. Dichas personas también están obligadas a no interferir en los
asuntos internos de los Estados Miembros y Miembros Asociados de la
Asociación.

Artículo 18. Abuso de los privilegios o de las inmunidades.
1. En el caso de que cualquier Estado Miembro o Miembro Asociado de

la Asociación, considere que se ha cometido un abuso de un privilegio o
inmunidad conferida por el presente Protocolo, se efectuarán las consultas
respectivas con la Asociación a efectos de determinar la transgresión y en
caso tal, buscar el mecanismo que garantice que no se repita el hecho. Si
dichas consultas no logran un resultado satisfactorio, el punto relativo a si
se ha cometido un abuso de un privilegio o inmunidad será resuelto por el
procedimiento establecido en el artículo 21 del presente Protocolo.

2. Los Representantes de los Estados Miembros y Miembros Asociados
de la Asociación en las reuniones convocadas por la Asociación, mientras
ejerzan sus funciones y durante el viaje al lugar de reunión o de regreso, no
serán obligados por las autoridades territoriales a abandonar el país en el
cual ejercen sus funciones, por razón de actividades realizadas por ellos en
su capacidad oficial. No obstante, en el caso en que alguna de dichas
personas abusare de la prerrogativa de residencia ejerciendo, en ese país,
actividades ajenas a sus funciones oficiales, el Gobierno de tal país podrá
exigirle a salir de él, sin perjuicio de las disposiciones siguientes:

a) Los Representantes de los Estados Miembros y Miembros Asociados
de la Asociación o las personas que disfrutan de la inmunidad diplomática
según lo dispuesto en el Artículo 12 no serán obligados a abandonar el país
si no es conforme al procedimiento diplomático aplicable a los enviados
diplomáticos acreditados en ese país;

b) En el caso de un Funcionario o Experto a quien no sea aplicable el
artículo 12, no se ordenará el abandono del país sino con previa aprobación
del Ministro de Relaciones Exteriores de tal país, aprobación que sólo será
concedida después de consultar con el Secretario General; y cuando se inicie
un procedimiento de expulsión contra un Funcionario o Experto, el Secre-
tario General tendrá derecho a intervenir por tal persona en el procedimiento
que se siga contra el mismo.

Artículo 19. Bandera y emblema. La Asociación tendrá el derecho de
ondear su bandera y de mostrar su emblema en sus locales y en los vehículos
utilizados para propósitos oficiales.

Artículo 20. Otros acuerdos.
1. El presente Protocolo se entenderá sin perjuicio de los privilegios e

inmunidades que hayan sido o puedan ser otorgados a la Asociación en razón
de la ubicación de su Sede.
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2. Así mismo, la Asociación podrá celebrar con cualquier Estado
Miembro o Miembro Asociado de la Asociación otros acuerdos en materia
de privilegios o inmunidades.

Artículo 21. Solución de Controversias.
1. En casos en los que de conformidad con las disposiciones del presente

Protocolo, la inmunidad de jurisdicción sea aplicable, la Asociación se
esforzará por tomar las disposiciones apropiadas para la solución de
aquellas controversias propias del derecho privado en las cuales la Asocia-
ción, uno de sus Funcionarios o un Experto sea parte.

2. Toda controversia que se presente entre la Asociación y un Estado
Miembro o Miembro Asociado de la Asociación, relativa a la interpretación
o aplicación del presente Protocolo se debe en lo posible, resolver a través
de la vía diplomática.

3. Si las partes en la controversia no pueden resolverla en tres meses,
contados a partir de la fecha en que se produce la notificación escrita de la
controversia a la otra parte, se deberá someter, a solicitud de cualquiera de
las partes, a un tribunal de arbitraje.

4. En cada caso, el tribunal de arbitraje estará integrado por 3 miembros,
quienes serán designados de la siguiente forma:

a) Cada parte nombrará un miembro del tribunal en el transcurso del mes
siguiente a la fecha del recibo de la solicitud de arbitraje. Si ninguna de las
partes realiza las designaciones dentro del plazo establecido, el Presidente
del Consejo de Ministros procederá a realizar dicha designación en el plazo
de un mes. En el caso de que el Presidente del Consejo de Ministros sea un
ciudadano de una de las partes en la controversia, el Vicepresidente
procederá a realizar dicha designación.

b) El tercer miembro, que será el Presidente del tribunal, será designado
por los dos primeros árbitros. Si los dos primeros árbitros no logran ponerse
de acuerdo en la designación del tercer árbitro en un plazo de un mes a partir
de su designación, el Presidente del Consejo de Ministros procederá a
realizar dicha designación en el plazo de un mes. En el caso de que el
Presidente del Consejo de Ministros sea un ciudadano de una de las partes
en la controversia, el Vicepresidente procederá a realizar dicha designación.

5. El tribunal determinará sus normas de procedimiento. El Presidente
del tribunal será competente para resolver todas las cuestiones de procedi-
miento que surjan durante el proceso ante el tribunal.

6. El tribunal tomará una decisión por voto mayoritario de sus miembros
en un plazo de seis meses a partir de la fecha de su establecimiento. Su
decisión será definitiva y obligatoria.

Artículo 22. Firma. Este Protocolo estará abierto para su firma en la
Ciudad de Panamá, República de Panamá, el 13 de diciembre de 1999, y a
partir de esa fecha estará abierto para su firma en el Ministerio de Relaciones
Exteriores de Colombia en su calidad de Depositario, hasta su entrada en
vigor.

Artículo 23. Ratificación. El presente Protocolo estará sujeto a ratifica-
ción por parte de los Estados Miembros y Miembros Asociados que lo
suscriban.

Artículo 24. Adhesión. Después de su entrada en vigor, el presente
Protocolo quedará abierto a la adhesión de los Estados Miembros y Miem-
bros Asociados de la Asociación.

Artículo 25. Entrada en vigor
1. Este Protocolo entrará en vigor a partir del trigésimo día contado desde la

fecha en que se haya depositado el decimoquinto instrumento de ratificación.
2. Para cada Estado Miembro o Miembro Asociado de la Asociación, que

se adhiera a él después de haber sido depositado el decimoquinto instrumen-
to de ratificación, el Protocolo entrará en vigor a partir del trigésimo día
contado desde la fecha en que haya depositado el instrumento de adhesión.

Artículo 26. Vigencia y denuncia. El presente Protocolo tendrá una
vigencia indefinida. Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo en cualquier
momento. El retiro se hará efectivo un año después de la fecha de recepción
por parte del Depositario de la notificación formal de denuncia. La denuncia
no anulará los compromisos adquiridos por la Parte denunciante, en virtud
del presente Protocolo durante el período anterior a la denuncia.

Artículo 27. Reservas. Los Estados Miembros y Miembros Asociados de
la Asociación podrán hacer reservas a los Artículos del presente Protocolo.
Las reservas se efectuarán ante el Depositario, quien informará sobre las
mismas a los demás Estados Miembros y Miembros Asociados.

Artículo 28. Registro. Una vez en vigencia el presente Protocolo será
registrado ante la Secretaría de las Naciones Unidas de conformidad con las
disposiciones del artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo 29. Enmiendas. El presente Protocolo podrá ser enmendado por
acuerdo de las Partes. Para la entrada en vigencia de cualquier enmienda, se
aplicarán las mismas provisiones establecidas para la entrada en vigencia de
este Protocolo.

Artículo 30. Disposiciones finales. El presente Protocolo en su versión
original será depositado ante el Gobierno de la República de Colombia, el
que enviará copia certificada de su texto a cada Estado Miembro o Miembro
Asociado y al Secretario General de la Asociación. Asimismo, les notificará
acerca de las firmas y los depósitos de los instrumentos de ratificación,
adhesión y denuncia que hubiere.

En fe de lo cual, los representantes debidamente autorizados han firmado
el presente Protocolo.

Hecho en la Ciudad de Panamá, República de Panamá, en un solo original
cuyos textos en español, francés e inglés son igualmente auténticos, el 13 de
diciembre de 1999.

por el Gobierno de Antigua y Barbuda
por el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas
por el Gobierno de Barbados
por el Gobierno de Belice
por el Gobierno de la República de Colombia

Clemencia Forero Ucrós

Viceministra de América y Soberanía Territorial
por el Gobierno de la República Costa Rica,

Roberto Rojas

Ministro de Relaciones Exteriores y Culto
Por el Gobierno de la República de Cuba

Ricardo Cabrisa.

Ministro de Comercio Exterior
Por el Gobierno de la Mancomunidad de Dominica
Por el Gobierno de la República Dominicana

Eduardo Latorre

Secretario de Estado de Relaciones Exteriores
Por el Gobierno de la República de El Salvador

María Eugenia Brizuela de Avila

Ministro de Relaciones Exteriores.
Por el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos
Por el Gobierno de Granada

Denis Antoine

Embajador de Granada
Por el Gobierno de la República de Guatemala
Por el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana
Por el Gobierno de la República de Haití

Fritz Longchamp

Ministro de Relaciones Exteriores
Por el Gobierno de la República de Honduras.
Por el Gobierno de Jamaica
Por el Gobierno de la República de Nicaragua

Eduardo Montealegre R.
Ministro de Relaciones Exteriores

Por el Gobierno de la República de Panamá
José Miguel Alemán

Ministro de Relaciones Exteriores
Por el Gobierno de S. Kitts y Nevis
Por el Gobierno de San Vicente y las Granadinas
Por el Gobierno de Santa Lucía
Por el Gobierno de la República de Suriname
Por el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago

Ralph Maraj

Ministro de Relaciones Exteriores
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Por el Gobierno de la República de Venezuela
José Vicente Rangel Vale,

Ministro de Relaciones Exteriores.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Santa Fe de Bogotá, D. C., 11 de julio 2000
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacio-

nal para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El ministro de relaciones exteriores
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Protocolo sobre Privilegios e Inmunidades de

la Asociación de Estados del Caribe, hecho en la Ciudad de Panamá,
República de Panamá el 13 de diciembre de 1999.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley
7ª de 1944, el Protocolo sobre privilegios e inmunidades de la asociación de
estados del Caribe, hecho en la Ciudad de Panamá, República de Panamá el
13 de diciembre de 1999., que por el artículo primero de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República por el suscrito

Ministro de Relaciones Exteriores.
Guillermo Fernández de Soto.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cumplimiento de lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2° de la Constitución
Política de Colombia, presento a consideración del honorable Congreso
de la República el Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el
protocolo sobre privilegios e inmunidades de la asociación de estados
del Caribe, hecho en la Ciudad de Panamá, República de Panamá, el 13
de diciembre de 1999.

La Asociación de Estados del Caribe, de acuerdo con su convenio
constitutivo, suscrito en Cartagena de Indias el 24 de julio de 1994, es un
organismo de consulta, concertación y cooperación, de los Estados, Países
y Territorios del Caribe, cuyos objetivos son identificar y promover la
ejecución de políticas y programas orientados hacia el desarrollo sostenido
de la región (en los aspectos cultural, económico, social, científico y
tecnológico); desarrollar el potencial del Mar Caribe por medio de la
interacción entre los Estados Miembros y con terceros; promover un espacio
económico ampliado para el comercio y la inversión, y establecer, consoli-
dar y ampliar, según el caso, las estructuras institucionales y los acuerdos de
cooperación que respondan a la diversidad de las identidades culturales, de
los requerimientos de desarrollo y de los sistemas normativos de la región.

Para Colombia, el Caribe no es sólo una noción política, ni tampoco un
concepto económico. El Caribe es una realidad cultural de la que Colombia
forma parte a través del núcleo poblacional de su costa caribeña, del cual un
segmento muy especial está constituido por nuestros connacionales del
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Son muchas las razones que hacen necesario seguir adelante con la
integración caribeña y es por eso que el proyecto que se somete a conside-
ración del honorable Congreso constituye un peldaño más en el proceso que
ya se ha iniciado y que muy seguramente día a día se irá consolidando hasta
lograr una verdadera identidad que reflejará beneficios a todos los estados
miembros y asociados.

El protocolo sobre Privilegios e Inmunidades de la Asociación de
Estados del Caribe, responde al requerimiento del artículo XVII del Conve-
nio constitutivo de la Asociación de Estados del Caribe (AEC), que en su
numeral 1° establece que “Los privilegios e inmunidades que reconocerán
y otorgarán los Estados Miembros y los Miembros Asociados a la Asocia-
ción serán establecidos en un Protocolo al presente Convenio”. El Convenio
fue aprobado mediante Ley 216 de 1995 y la Corte Constitucional declaró
su constitucionalidad en Sentencia C-331/96.

Dando cumplimiento al ya mencionado artículo XVII, se reunieron en la
Ciudad de Panamá, República de Panamá, el 13 de diciembre de 1999,
representantes de los Estados miembros y miembros asociados para adoptar

el texto del Protocolo que contiene las disposiciones pertinentes en materia
de inmunidades y privilegios en relación con la Asociación.

El artículo 3° del Protocolo, hace el reconocimiento de la personalidad
y capacidad jurídicas de la Asociación, y es así como dentro del territorio
colombiano se hace necesaria la implementación de lo necesario para
producir tal reconocimiento, dando aplicación al artículo XVI del Convenio
Constitutivo, norma que establece:

“1. La Asociación gozará de plena personalidad jurídica internacional.
2. Cada uno de los Estados Miembros y Miembros Asociados deberá

brindar a la Asociación en su territorio, la más amplia capacidad jurídica
acordada a las personas jurídicas en virtud de su legislación nacional. El
Secretario General será el representante legal de la Asociación.

3. Los Estados Miembros y Miembros Asociados se comprometen a
emprender toda acción necesaria para poner en vigor en su territorio las
disposiciones del presente artículo, de lo cual informarán con prontitud a la
Secretaría”.

En consecuencia, este Protocolo se ha firmado en cumplimiento de un
compromiso internacional vigente para el Estado. Su estructura es similar
a la de otros acuerdos internacionales sobre privilegios e inmunidades de los
organismos internacionales, y sus disposiciones no hacen otra cosa que
transformar las reglas de derecho consuetudinario y los usos y prácticas
internacionales en normas de derecho positivo internacional. Las prerroga-
tivas e inmunidades que se le reconocen a la Asociación son básicamente las
siguientes:

- Personalidad jurídica y capacidad especialmente para contratar; adqui-
rir, arrendar y enajenar bienes muebles e inmuebles y, ser parte en litigios
o procesos judiciales (art.3°).

- Inviolabilidad e inmunidad de los locales, bienes y haberes de la
Asociación, salvo renuncia expresa (art.4°).

- Inviolabilidad de archivos y documentos (art. 6°).
- Exoneración de toda tributación directa, salvo los impuestos causados

por cobros de servicios públicos (art.8°).
- Exención de derechos de aduana por importaciones o exportaciones,

entendiéndose que los artículos exonerados no podrán venderse en el país
donde sean importados sino bajo las condiciones que se acuerden con las
autoridades de ese país (art. 8°).

- Facilidades de comunicaciones no menos favorables que las acordadas
a las misiones diplomáticas y representaciones de organismos internaciona-
les (art. 9°).

- Derecho de usar códigos y de despachar y recibir correspondencia y
otras comunicaciones oficiales por correo o en valijas precintadas, para lo
cual la Asociación gozará de los mismos privilegios e inmunidades que se
otorgan al correo y las valijas diplomáticas (art. 9°).

Por su parte, a los representantes de los Estados Miembros y Miembros
Asociados de la Asociación, se le reconocen las mismas prerrogativas,
inmunidades y privilegios, que otorga el derecho internacional general y
convencional a los agentes diplomáticos en misiones temporales o especia-
les, con la excepción que no pueden reclamar exención de derechos
aduaneros sobre mercaderías importadas que no formen parte de su equipaje
personal o de impuestos indirectos o de consumo.

Es importante resaltar que la inmunidad de jurisdicción no podrá ser
invocada en el caso de un proceso de responsabilidad civil extracontractual
entablado por un tercero, por concepto de los daños causados por un
representante de un Estado Miembro y Miembro Asociado de la Asociación.

En relación con el artículo 10, el Gobierno se propone formular una
declaración interpretativa al momento de ratificar el Protocolo, dirigida a
especificar que Colombia le extenderá el tratamiento previsto en dicho
artículo a los Representantes de los Observadores de la Asociación, catego-
ría que quedó excluida del artículo en cuestión. Durante la negociación del
Protocolo, la delegación colombiana intentó sin éxito, extender el campo de
acción del artículo 10 de manera tal que beneficiaría también a los represen-
tantes de los observadores, los cuales figuran de manera expresa en los
artículos I y V del Convenio Constitutivo. La razón para ello es que no queda
claro cuál será el régimen aplicable a dichas personas cuando la Asociación
celebre una reunión por fuera de su sede. Si, por ejemplo, en un futuro se
realiza una reunión de la Asociación en territorio colombiano y a ella
asisten, debidamente acreditados, representantes de países como el Reino
Unido o Marruecos -que hoy en día gozan de la calidad de observadores-,
el Gobierno colombiano estaría obligado por el Protocolo a concederle los
privilegios e inmunidades previstos en el artículo 10 únicamente a los
representantes de los Estados Miembros y Miembros Asociados y no se
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sabría a ciencia cierta qué tratamiento debería darle a los representantes de
los Estados observadores.

Como esta situación no es del todo deseable, el Consejo de Ministros de
la Asociación, al adoptar el Protocolo, recomendó que los Estados que se
hagan parte en este instrumento consideren la posibilidad de extender el
otorgamiento de los privilegios e inmunidades previstos en el artículo 10 a
los representantes de los observadores que hayan sido debidamente admi-
tidos como tales.

Por lo tanto, la Declaración que se formularía al ratificar el Protocolo iría
redactada en los siguientes términos:

“En relación con el artículo 10, Colombia declara que, en el evento de que
se celebre una reunión convocada por la Asociación en territorio colombia-
no, los representantes de los observadores que hayan sido debidamente
admitidos a la Asociación, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo
V del Convenio Constitutivo, gozarán de los privilegios e inmunidades
previstos en dicha disposición”.

Se conceden, adicionalmente, privilegios e inmunidades al Secretario
General de la Asociación y a los expertos, en igualdad de condiciones que
a los Jefes de Misiones Diplomáticas y miembros del personal diplomático
de las misiones diplomáticas establecidas en los Estados Miembros y
Miembros Asociados de la Asociación.

Como es de rigor en estos convenios, se contempla la renuncia a las
inmunidades y privilegios, cuando el ejercicio de éstos entorpezca el curso
de la justicia y cuando dicha renuncia pueda ser hecha sin perjudicar los fines
para los cuales fueron otorgados.

A los funcionarios de la Asociación también se les conceden los privile-
gios, inmunidades y garantías que reconocen los Estados a los agentes
diplomáticos permanentes o a los representantes de organismos internacio-
nales con sede en su territorio, aclarándose que los privilegios e inmunida-
des se otorgan en beneficio del organismo y no en provecho propio del
funcionario, en virtud de lo cual el Secretario General debe renunciar a la
inmunidad de cualquier funcionario cuando perjudique la acción de la
justicia y tal renuncia no afecte los intereses de la Asociación. Así mismo,
se fijan limitaciones a estos privilegios y prerrogativas cuando el funciona-
rio se encuentra en el país de su nacionalidad.

Cabe señalar que en el artículo 21 se prescribe el sistema que se utilizará
en caso de que surja una controversia, estableciendo como última instancia
la conformación de un tribunal de arbitraje cuya decisión se hace definitiva
y obligatoria.

Lo anterior, hace preciso concluir que el instrumento al que me he venido
refiriendo, consagra unas inmunidades y privilegios que garantizan la
independencia de la Asociación, al tiempo que se prevén las reglas necesa-
rias para que no se cometan abusos con esas prerrogativas, sin desbordar las
posibilidades que en el tema existen tanto en el derecho internacional como
en el derecho interno.

Colombia cree en la necesidad de consolidar la identidad caribeña y, en
este sentido, el fortalecimiento de la Asociación de Estados del Caribe
-AEC, como un organismo de integración económica y de concertación
política que garantiza un desarrollo equilibrado de las dimensiones social y
cultural de integración.

Esto determina en la política exterior colombiana un propósito
integracionista y un interés fundamental en el desarrollo de las relaciones
con los países vecinos. Tradicionalmente el Gobierno colombiano ha
privilegiado las relaciones con aquellos países con los cuales comparte
fronteras y, los 540 mil Km2 que conforman nuestro espacio marítimo en el
Caribe, nos representan lazos de vecindad con países hermanos de
Centroamérica y con algunos Estados del Caribe insular.

Como dato adicional, cabe mencionar que Colombia es el Gobierno
Depositario del Protocolo, que como ya se indicó, se deriva de una
obligación adquirida, lo cual de alguna manera hace imperativa la necesidad
de iniciar los trámites internos para la ratificación posterior del Protocolo
objeto del presente proyecto de ley.

Por lo anterior, someto a la aprobación del Honorable Congreso de la
República el Protocolo Sobre Privilegios e Inmunidades de la Asociación de
Estados del Caribe, con la seguridad de que su aprobación le permitirá al país
contar con una herramienta efectiva para el incremento de la integración y
por ende facilitará la consulta, cooperación y concertación con los Estados
del Caribe.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado
y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores al
período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los Convenios Interna-
cionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Minis-
terio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio
de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL
Tramitación de Leyes

Santa Fe  de Bogotá, D. C.,
25 de julio de 2000
Señor Presidente
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 31 de

2000 Senado, “por medio de la cual se aprueba el protocolo sobre privilegios
e inmunidades de la asociación de Estados del Caribe hecho en la ciudad de
Panamá, República de Panamá el 13 de diciembre de 1999”, me permito
pasar a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue
presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata
el mencionado Proyecto de Ley es competencia de la Comisión Segunda
Constitucional Permanente.

Manuel Enríquez Rosero,
Secretario General.

Honorable Senado de la República.
PRESIDENCIA DEL HONORABLE

SENADO DE LA REPUBLICA
Julio 25 del 2000
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido

el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia
del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la
Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente,

Mario Uribe Escobar.
El secretario general,

Manuel Enríquez Rosero
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PROYECTO DE LEY NUMERO 32 DE 2000
por medio de la cual se aprueba el Tratado de Cooperación para la Asistencia
en materia humanitaria entre la Soberana Orden de Malta y el Gobierno de la
    República de Colombia, firmado en Roma el 30 de septiembre de 1999.

El Congreso de Colombia
Visto el texto del Tratado de Cooperación para la Asistencia en Materia

Humanitaria entre la Soberana Orden de Malta y el Gobierno de la Repúbli-
ca de Colombia, firmado en Roma el 30 de septiembre de 1999.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instrumen-
to Internacional mencionado)

«TRATADO DE COOPERACION PARA LA ASISTENCIA
EN MATERIA HUMANITARIA ENTRE LA SOBERANA ORDEN

DE MALTA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA
La Soberana Orden de Malta, y el Gobierno de la República de Colombia,

en adelante, las Partes:
Animados por el propósito de fortalecer y desarrollar las relaciones, de

amistad existentes entre sus entidades soberanas y en facilitar la ayuda
humanitaria que presta la Soberana Orden de Malta a instituciones privadas,
hospitalarias y de beneficencia en Colombia.

Teniendo en cuenta que la Soberana Orden de Malta y la República
de Colombia mantienen relaciones diplomáticas desde hace más de
cuarenta años.

Recordando que la Soberana Orden de Malta en su calidad de persona
jurídica del Derecho Internacional, ha venido auspiciando el envío de
diversos auxilios a instituciones privadas de beneficencia en la República de
Colombia, con el beneplácito del Gobierno Nacional, tal como sucedió con
ocasión de la tragedia de Armero y del terremoto de 1999.

Deseando regularizar las labores de cooperación que viene realizando la
Soberana Orden de Malta al servicio de los pobres en enfermos de Colombia.

Han resuelto celebrar el presente Tratado, suscrito por el delegado del
Príncipe y Gran Maestre de la Soberana Orden de Malta, señor don Carlo
Marullo di Condojanni, Príncipe de Casalnuovo, Bailli Gran Cruz de
Obediencia, Gran Canciller de la Orden quien ha sido designado como su
Plenipotenciario y el doctor Nicolás Rivas de Zubiria Viceministro de
Europa, Asia, Africa y Oceanía en representación del Gobierno de la
República de Colombia.

Artículo 1°. La Soberana Orden de Malta continuará auspiciando el
envío a las instituciones privadas hospitalarias y de beneficencia de la
República de Colombia, las diversas prestaciones de colaboración,
auxilios, asistencia, en especial equipos y medicinas, así como otros
artículos, necesarios para que los hospitales y dispensarios privados de
escaso, recursos puedan atender a los pacientes más pobres, incluyendo
ayuda en casos de desastres naturales, y de personas desplazadas o
refugiadas.

Artículo 2°. Para los efectos del artículo anterior, la Soberana Orden de
Malta a través de su Embajada y por intermedio del Ministerio de Relaciones
Exteriores, hará llegar al Gobierno de Colombia, las listas de los elementos
cuya donación desea hacer a las entidades colombianas.

Artículo 3°. Una vez aprobada dicha lista por el Ministerio de Relaciones
Exteriores, la Soberana Orden de Malta podrá ingresar tales donaciones a la
República de Colombia, libres de todo impuesto, tasa o derecho nacional,
departamental o municipal sobre aquéllas. La Asociación Colombiana de
Caballeros de Malta hará la distribución, supervisión y control del buen uso
de los elementos donados.

Artículo 4°. Este Tratado entrará en vigor transcurridos treinta (30) días
a partir de la fecha en que las partes realicen el canje de los respectivo,
instrumentos de ratificación, el cual se efectuará en la ciudad de Santa Fe de
Bogotá.

Artículo 5°. El presente tratado tendrá una duración indefinida, sin
perjuicio de que cualquiera de las partes pueda denunciarlo mediante nota
diplomática, en cuyo caso cesarán todos sus efectos seis (6) meses después
de la recepción de la nota por la otra parte.

En testimonio de lo cual se firma el presente Acuerdo en dos ejemplares
idénticos en idiomas español e italiano en la ciudad de Roma, a los 30 días
del mes de septiembre de 1999.

Por la Soberana Orden de Malta,
Carlo Marullo Di Condojanni.

Por la República de Colombia,
Nicolás Rivas de Zubiría.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C., 16 de febrero de 2000
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacio-

nal para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El ministro de relaciones exteriores
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Tratado de Cooperación para la Asistencia en

Materia Humanitaria entre la Soberana Orden de Malta y el Gobierno de la
República de Colombia, firmado en Roma, el 30 de septiembre de 1999.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley
7ª de 1944, el Tratado de Cooperación para la Asistencia en Materia
Humanitaria entre la Soberana Orden de Malta y el Gobierno de la Repúbli-
ca de Colombia, firmado en Roma, el 30 de septiembre de 1999, que por el
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C.
Presentado al honorable Congreso de la República por el suscrito

Ministro de Relaciones Exteriores.
Guillermo Fernández de Soto,

Ministro de Relaciones Exteriores.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

189-2 y 150-16 de la Constitución Política, tengo el honor de presentar a la
consideración del Honorable Congreso de la República de Colombia el
Tratado de Cooperación para la Asistencia en Ayuda Humanitaria entre la
República de Colombia y la Soberana Orden Militar de Malta, suscrito en
Roma el 30 de septiembre de 1999.

La Soberana Orden Militar de Malta es un sujeto de Derecho Internacio-
nal Público que mantiene relaciones diplomáticas con un buen número de
Estados, incluida Colombia. La Orden depende de la Santa Sede, en cuanto
organización religiosas pero es independiente de la misma en cuanto Orden
caballeresca soberana. En la fecha presente, la Orden tiene vínculos diplo-
máticos con los siguientes países:

• En Europa con: Albania, Austria, Bulgaria, Croacia, España, Hungría,
Italia, Liechtenstein, Lituania, Malta, Polonia, Portugal, República Checa,
República Eslovaca, Eslovenia, Rumania, San Marino; y además mantiene
relaciones oficiales a nivel de Embajador con la Federación Rusa.

• En América con: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica,
Cuba, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua,
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay, Venezuela.

• En Asia con: Camboya, Filipinas, Líbano, Tailandia.
• En Africa con: Benin, Burkina Faso, Camerún, Comores, Congo, Costa

de Marfil, Egipto, Etiopía, Gabón, Guinea, Liberia, Madagascar, Malí,
Marruecos, Mauricio, Mauritania, Níger, República Centro-Africana,
Senegal, Seychelles, Somalia, Sudán, Tchad, Togo, República Democrática
de Congo.

La Orden acredita asimismo Representantes o Delegados en Bélgica,
Francia, Principado de Mónaco, Alemania y Confederación Helvética, así
como ante el Consejo de Europa y la Comisión de la Unión Europea.

A partir de 1995 la Orden disfruta de la calidad de Observador Permanen-
te ante las Naciones Unidas y en dicha calidad mantiene Delegaciones
Permanentes ante las Organizaciones Internacionales con sede en Nueva
York, Ginebra, París, Roma y Viena.

La Orden es gobernada por el Príncipe y Gran Maestre, asistido por el
Soberano Consejo. La Orden es una institución sui generis que, sin abando-
nar la defensa de los ideales cristianos, consagra sus energías y recursos a
la asistencia humanitaria y social, en el sentido más amplio de la palabra, sin
discriminación religiosa o ideológica.

Relaciones con Colombia
Mediante Decreto 0145 del 28 de enero de 1953, el Gobierno Nacional,

reconoció a la Soberana Orden Militar de Malta como entidad de Derecho
Internacional independiente y soberana y a Su Alteza Eminentísima el
Príncipe y Gran Maestro de la Orden como expresión de su máxima
autoridad, equiparable en todo a un Jefe de Estado.
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La misma disposición estableció las relaciones diplomáticas plenas a
nivel de Embajadores residentes en Bogotá y Roma, sede de la Orden.

En consecuencia, le fue conferida mediante Decreto 0010 del 11 de enero
de 1955 a la Embajada de Colombia ante la Santa Sede, la simultánea
representación ante la Soberana Orden Militar de Malta.

La Orden de Malta opera en Colombia desde 1957, a través de una
Asociación Residente con fines humanitarios y de beneficencia, que inte-
gran los distinguidos ciudadanos Salvador Otero Ospina como Presidente,
Hernán Tobar, Alberto Mejía Diazgranados, Jaime Londoño Tamayo,
Gabriel Betancur Mejía, Jaime Lizarralde Lora, Eduardo Navas Sanz de
Santamaría, y opera como capellán Monseñor Arturo Franco Arango.

Desde 1960 cuenta con representación diplomática propia ante el Go-
bierno de Colombia, siendo el actual Embajador, a partir de 1991, S.E.
Francesco del Sordo, empresario de origen italiano radicado en Colombia
desde hace largos años.

Realizaciones y desarrollos en Colombia
La Orden Militar de Malta ha estado presente en Colombia desde hace

medio siglo, y entre sus principales aportes a la sociedad colombiana se
encuentra su presencia en:

• El Hospital Clínica San Rafael;
• El Pabellón Orden de Malta en el Hospital Distrital El Tunal en Bogotá;
• La Urbanización San Juan Bautista en Armero-Guayabal, el Puesto de

Salud permanente en Lérida (Tolima);
• La dotación del Hospital Pediátrico de la Victoria en Bogotá.
• Así mismo, la Orden se destacó al brindar ayuda durante el terremoto

del Eje Cafetero de enero de 1999.
Estas donaciones se señalan como algunas de las más recientes contribu-

ciones humanitarias de la Orden Militar de Malta, de su Embajada en
Colombia y de la Asociación, dentro del espíritu de solidaridad y asistencia
a los más pobres, lo cual se ve reflejado en el interés demostrado de buscar
un mejor acercamiento a través de convenios como el que se presenta a la
consideración de los honorables Senadores y Representantes, cuya aproba-
ción me permito solicitar respetuosamente.

Guillermo Fernández de Soto,
Ministro de Relaciona Exteriores.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado
y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores al
período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los Convenios Interna-
cionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada  de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Minis-
terio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio
de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL
Tramitación de Leyes

Santa Fe  de Bogotá, D. C.,
25 de julio de 2000
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 32 de

2000 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Tratado de Cooperación
para la asistencia en materia Humanitaria entre la Soberana Orden de Malta
y el Gobierno de la República de Colombia”, firmado en Roma el 30 de
septiembre de 1999, me permito pasar a su despacho el expediente de la
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es compe-
tencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente.

Manuel Enríquez Rosero,
Secretario General.

Honorable Senado de la República.
Presidencia del honorable Senado de la República  julio 25 del 2000.
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido

el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia
del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la
Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente,

Mario Uribe Escobar.
El Secretario General,

Manuel Enríquez Rosero.
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